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Introducción 



El excesivo alargamiento de los plazos de pago, unido al retraso en el cumplimiento de la obligación de pago, que afecta tanto al sector privado como al público, generó a partir de 1990 una cultura de la morosidad. Fenómeno cuyos rasgos se definieron, en primer lugar, por los efectos negativos para las empresas. Unos efectos económicos y sociales especialmente graves, que en la Unión Europea se estiman la causa de una de cada cuatro insolvencias y de la pérdida de 450.000 puestos de trabajo anuales, situación muy amplificada en período de crisis; tal es así que en 2009 las empresas no llegarían a cobrar 270.000 millones de euros, esto es, un 2,4% del PIB de la Unión Europea. Pero, entre estos rasgos definitorios también se deben incluir las disposiciones legales especiales de lucha contra la morosidad concebidas bajo la perspectiva de protección de las PYMES.

A lo largo de la década de los noventa, la UE prestó una atención creciente a los problemas de los plazos de pago excesivamente amplios y de la morosidad en el pago de deudas contractuales, debido a que deterioraban la rentabilidad de las empresas, produciendo efectos especialmente negativos en la pequeña y mediana empresa. A ello se unía la disparidad existente entre los Estados miembros respecto de las legislaciones y prácticas en materia de pagos, que constituían y constituyen un obstáculo para el buen funcionamiento del mercado interior.

En el marco del artículo 95 del Tratado de la Comunidad Europea, el Parlamento Europeo y el Consejo de la Unión Europea aprobaron la Directiva 2000/35/CE, de 29 de junio de 2000, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales (1) . Nace la norma comunitaria por el convencimiento de que la lucha contra la morosidad en el mercado interior no puede alcanzar resultados satisfactorios si cada uno de los Estados miembros actúa por su cuenta.

La morosidad, definida por la Directiva 2000/35 como el incumplimiento de los plazos contractuales o legales de pago, tuvo como antecedentes numerosas iniciativas de la UE, entre las cuales cabe destacar la Recomendación de la Comisión de 12 de mayo de 1995, relativa a los plazos de pago en las transacciones comerciales. Esta Recomendación no logró mejoras en materia de morosidad, lo que motivó la aprobación de la Directiva 2000/35, cuyo ámbito de aplicación se circunscribe a los pagos efectuados como contraprestación en operaciones comerciales. El marco legal sobre morosidad a nivel europeo, anterior a 2011, lo conforma esta norma. Si su antecedente, la Recomendación anteriormente citada, no alcanzó los objetivos deseados, tampoco lo logró la Directiva 2000/35. Las asociaciones europeas de las PYMES no se mostraron satisfechas con las medidas legales adoptadas y desde un principio plantearon la necesidad de que el texto de la Directiva fuera revisado. Argumentaban que el riesgo de insolvencia frente a una laxitud en los plazos de pago era claramente superior para las pequeñas y medianas empresas, especialmente en la primera etapa de vida de las mismas.

Mientras muchos de los Estados miembros cumplían la obligada transposición de la Directiva a sus ordenamientos jurídicos, las instituciones comunitarias iniciaron los trabajos para revisar la norma de 2000. A este fin, singular relevancia presenta para las PYMES europeas (2)  la denominada Small Business Act (SBA), uno de cuyos diez principios es la reducción de los retrasos en el pago.

La Directiva 2011/7/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales (3) , viene a introducir diversos cambios sustantivos en la Directiva 2000/35/CE, publicándose así un texto refundido cuyos principales objetivos son optimizar la protección de los acreedores y contribuir a mejorar el funcionamiento del mercado interior, favoreciendo con ello la competitividad de las empresas, especialmente de las PYMES. La Directiva 2011/7 es consecuencia de una situación que exigía cambios, motivados por una serie de hechos que constató en su Informe el Consejo Económico y Social Europeo (4) .

La propuesta que realizó la Comisión el 8 de abril de 2009, relativa a las nuevas medidas de lucha contra la morosidad, trae causa de la Agenda de Lisboa para el Crecimiento y el Empleo, de la aplicación de la Small Business Act y de la Comunicación de la Comisión de 26 de noviembre de 2008 sobre un Plan de Recuperación Económica. En el proceso prelegislativo para la elaboración de la nueva Directiva se hicieron importantes consultas a través de IPM (Tu Voz en Europa) o EBPT (Panel de Consulta de las Empresas Europeas) (5) . La propuesta para modificar la Directiva 2000/35 se trató en nueve reuniones del Grupo de Trabajo bajo la presidencia española de la UE, que presentó una propuesta durante la reunión del COREPER de 25 de junio de 2010. La presidencia española no obtuvo el mandato de negociar en el Parlamento Europeo debido a las posiciones contrarias de Alemania (que expresó importantes objeciones), Italia (que se opuso al aumento en los tipos de interés de demora, tal y como solicitaba el Parlamento) y Francia y Bélgica (que se oponían al ámbito de la directiva en lo que se refería al trato a las autoridades públicas). Con el fin de introducir cambios sustantivos en la Directiva 2000/35/CE, se aprueba la Directiva 2011/7/UE, de 16 de febrero de 2011, texto refundido por el que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales (6) .

La Directiva 2011/7/UE, a diferencia de la Directiva 2000/35/CE, define el objeto de la regulación comunitaria, en este caso: «la lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales a fin de asegurar el funcionamiento adecuado del mercado interior, fomentando de este modo la competitividad de las empresas y, en particular, de las PYME» (art. 1.1 de la Directiva 2011/7/UE). La inclusión de las pymes, en particular, obedece a las medidas comunitarias recogidas en la Small Business Act y en la Comunicación de la Comisión de 26 de noviembre de 2008, Un Plan Europeo de Recuperación Económica, y que fueron adoptadas para facilitar el acceso de las pequeñas y medianas empresas a la financiación, la reducción de cargas y el fomento de la iniciativa empresarial, aspecto este en el que los poderes públicos poseen una responsabilidad especial.

El ámbito de aplicación de la nueva Directiva es idéntico al de 2000, limitándose éste a los pagos efectuados como contraprestación en operaciones comerciales. La Directiva de 2011 introduce nuevas definiciones y determinados cambios en las ya recogidas en la Directiva del 2000. Así, define por vez primera conceptos como el interés de demora y la cantidad adeudada. En el caso de la definición de los poderes públicos, la Directiva del 2011 los concreta como poderes adjudicadores, adaptándolos a los términos de la normativa comunitaria de contratación pública (7) , mientras que la empresa queda configurada en esta normativa por contraposición a los poderes públicos.

El interés legal de demora se define como el interés simple aplicado a los pagos con demora y cuyo tipo es igual a la suma del tipo de referencia y al menos ocho puntos porcentuales. En la Directiva del 2000, se definía el tipo de interés de demora, también llamado tipo legal, como la suma del tipo de interés aplicado por el Banco Central Europeo a su más reciente operación principal de refinanciación efectuada antes del primer día natural del semestre de que se trate (tipo de referencia), más, como mínimo, 7 puntos porcentuales (margen), salvo que se especifique otra cosa en el contrato (art. 2.6 de la Directiva del 2011 y art. 3.1 d de la Directiva del 2000). Por otro lado, con respecto al tipo de referencia, y como se señalaba anteriormente, en la Directiva del 2000 se delimitaba como el tipo de interés aplicado por el BCE a sus operaciones principales de refinanciación, limitándose éstas a la subasta, tanto a tipo fijo como a tipo variable. La nueva Directiva distingue, claramente, entre los tipos de referencia aplicables a los Estados miembros cuya divisa es el euro de aquellos que no utilizan la citada divisa. Para los primeros, el tipo de referencia, al igual que en la del 2000, será el tipo de interés aplicado por el BCE a sus operaciones principales de refinanciación más recientes o bien, y esto es novedoso, el tipo de interés marginal resultante de procedimientos de licitación a tipo variable para las operaciones principales de refinanciación del BCE más recientes, sin hacer mención en ninguno de los casos a la subasta. En cuanto a los Estados miembros cuya divisa no es el euro, las dos Directivas coinciden en que el tipo de referencia será el tipo equivalente establecido por sus bancos nacionales. Con respecto a este concepto, cabe mencionar que la Directiva del 2000 establecía que para ambos casos (Estados con euro o no) se aplicaría durante los siguientes 6 meses el tipo de referencia del BCE vigente el primer día natural del semestre de que se trate, cuestión que en la Directiva del 2011 aparece expresamente detallada (art. 3.2 de la Directiva 2011/7/UE).

Por último, en relación con el título ejecutivo se incluían en la Directiva del 2000 las decisiones, sentencias u órdenes de pago que fueran ejecutivas provisionalmente y que conserven su carácter ejecutivo aun en el caso de que el deudor las recurra, precisión esta que ha desaparecido en la Directiva del 2011.

La nueva Directiva establece que los Estados velarán por que el acreedor tenga derecho a intereses de demora, sin necesidad de aviso de vencimiento, con independencia de que se haya fijado el término o plazo de pago o no; aviso que con anterioridad sólo se suprimía para los casos en que no se fijaba ese término. Para ello debe cumplirse dos condiciones, iguales a las que exigía la Directiva del 2000: que el acreedor haya cumplido sus obligaciones contractuales y legales y que no haya recibido la cantidad adeudada a tiempo, a menos que el retraso no sea imputable al deudor. La Directiva de 2011 establece que se debe permitir al acreedor cobrar intereses de demora sin necesidad de aviso previo de vencimiento o notificación similar que recuerde al deudor su obligación de pagar. El pago se considerará demorado a efectos de tener derecho a intereses de demora cuando el acreedor, habiendo cumplido sus obligaciones legales y contractuales, no disponga del importe debido en la fecha prevista.

La nueva Directiva determina que el tipo de referencia aplicable será asegurado por los Estados miembros, siendo en el primer semestre el que esté en vigor el 1 de enero y el que se halle en vigor el 1 de julio en el segundo. La Directiva del 2000 disponía que el tipo de referencia a aplicar durante los siguientes 6 meses sería el tipo de referencia del BCE vigente el primer día natural del semestre de que se trate. Por tanto, se trataría de los mismos conceptos en diferentes redacciones.

Con respecto a los plazos de vencimiento para que se genere el derecho a un interés de demora, tanto en los casos en los que los plazos de pago estén fijados como en aquellos en que no haya sido así, son iguales en ambas Directivas, si bien en la del 2011 se especifica que esos días son naturales. En este sentido, resulta entrañable el que la Directiva vela por la promoción de sistemas que generen seguridad jurídica respecto a la fecha exacta de la recepción de facturas por el deudor, incluido el ámbito de la facturación electrónica, regulado por la Directiva 2006/112/CE, ya que equivalen a solicitudes de pago y constituyen documentos relevantes en la cadena de operaciones para el suministro de bienes y servicios, en particular, para determinar el plazo límite de pago.

La Directiva de 2011 prevé que en el caso de que se haya establecido, ya sea legalmente o en el contrato, un procedimiento de aceptación o de comprobación de bienes o servicios, los Estados garantizarán que la duración máxima de aquél no exceda de 30 días naturales a partir de la fecha de recepción de los bienes o de la prestación de los servicios, salvo acuerdo expreso en contrario, recogido en el contrato (por ejemplo, en casos de contratos particularmente complejos) y siempre que no sea abusivo para el acreedor (garantía no recogida en la Directiva del 2000).

Por último, en el caso de los plazos de pago fijados en contrato, los Estados miembros velarán por que éste no exceda de 60 días naturales, salvo acuerdo expreso en contrario, recogido en el contrato y siempre que no sea manifiestamente abusivo para el acreedor. La Directiva del 2000 especificaba que este plazo sólo era aplicable para determinados tipos de contrato que deberían definirse por la legislación nacional, en aquellos casos en los que se obligara a las partes contratantes a no rebasar dicha demora o cuando fijaran un tipo de interés obligatorio sustancialmente superior al legal (art. 3.4 de la Directiva 2011/7/UE y art. 3.2 de la Directiva 2000/35/CE). La norma general será que los plazos de pago no excedan de 60 días, si bien se tiene la posibilidad de acordar expresamente plazos superiores, siempre que esta ampliación no sea manifiestamente abusiva para el acreedor.

El régimen aplicable a las operaciones comerciales entre empresas y poderes públicos es objeto de novedades sustanciales en la Directiva 2011/7/UE, si bien guarda similitudes con aquellos casos de operaciones entre empresas. Destaca la posibilidad de ampliar los plazos de pago hasta un máximo de 60 días naturales en determinados supuestos (art. 4.4) o el hecho de no poder pactar la fecha de la recepción de la factura entre deudor y acreedor (art. 4.3 b). Se introducen normas específicas con respecto a las operaciones comerciales en lo que se refiere al suministro de bienes y la prestación de servicios por parte de empresas a los poderes públicos que prevean, en particular, períodos de pago que, como regla general, no superen los 30 días naturales, salvo acuerdo expreso en contrario recogido en contrato y siempre que esté objetivamente justificado a la luz de la naturaleza o las características particulares del contrato, y que en ningún caso, como señalábamos, superen los 60 días naturales. Además, los Estados podrán ampliar hasta un máximo de 60 días los plazos en aquellos supuestos en que se trate de empresas públicas que realicen actividades económicas de carácter industrial o mercantil, así como cuando intervenga el sector de la asistencia sanitaria, concediéndoles un cierto grado de flexibilidad en el cumplimiento de sus compromisos.

Por último, destacar que se están revisando los Reglamentos que regulan la financiación de las instituciones de la UE, por lo que la Directiva de 2011 propone el que se vele por que los plazos límites para aquéllas estén armonizados con los períodos legales aplicables a los poderes públicos.

La Directiva de 2011, a diferencia de la de 2000 que no hacía previsión al respecto, exige de los Estados miembros plena transparencia a la hora de garantizar los derechos y obligaciones que emanan de la norma comunitaria, incluida la puesta a disposición del público del tipo de interés legal de demora aplicable en cada momento. Obligaciones recíprocas para los Estados miembro, que deben servirse de campañas de promoción para incrementar la sensibilización respecto a las vías de recurso ante la morosidad entre empresas, y para la propia Comisión, que informará detalladamente sobre los tipos de interés vigentes en todos los Estados miembros en los casos de morosidad en las operaciones comerciales.

España incorporó la Directiva 2000/35/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de junio de 2000, mediante la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. El plazo máximo de transposición previsto por la directiva, 8 de agosto de 2002, fue incumplido por España, que se demoró 28 meses, lo que implicó que la Comisión demandase a España ante el Tribunal de Justicia, proceso sancionador que concluyó con la desestimación del recurso mediante la sentencia de 11 de diciembre de 2008.

Anticipándose a la Directiva de 2011, casi simultáneamente con su elaboración, las Cortes Generales aprueban la Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Como analizamos en los diferentes Capítulos de esta obra, las soluciones de la Ley 15/2010 presentan rasgos propios cuya compatibilidad con la Directiva, también detenidamente analizada, no exime de la necesaria transposición de ésta.

Los Estados miembros deberán transponer la Directiva 2011/7/UE antes del 16 de marzo de 2013, con la obligación de mencionar expresamente que las referencias hechas en las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes a la Directiva derogada se entenderán hechas a la nueva Directiva, que entró en vigor el 15 de marzo de 2011, veinte días después de su publicación en el DOUE. El Comité Económico y Social Europeo, en su dictamen, recomienda que en la transposición de la directiva se fomente la cooperación y el diálogo social de calidad entre las autoridades públicas, los interlocutores sociales y las organizaciones representativas de las PYMES.

En la Directiva de 2011 se prevé la posibilidad de que los Estados miembros decidan si excluyen del ámbito de aplicación de la normativa nacional de transposición los contratos celebrados antes del 16 de marzo de 2013 (arts. 12.4 y 13). La obligación de trasponer la Directiva 2011 al Derecho nacional debe limitarse a las disposiciones que constituyan una modificación sustantiva respecto a la Directiva 2000/35/CE, que ha quedado derogada con efectos a partir del 16 de marzo de 2013. Es, por tanto, aplicable a los contratos celebrados antes de 16 de marzo de 2013 a los que no resulte de aplicación la Directiva vigente, si así lo deciden los Estados miembros (8) .

La obligación de transponer la Directiva de 2011 al Derecho de los Estados miembros se limita a las disposiciones que constituyan una modificación sustantiva respecto de la Directiva de 2000 (considerando 37). La obligada incorporación de las disposiciones no modificadas en 2011 emana de la Directiva 2000 y debería haber sido cumplida por todos los Estados miembros.

La Ley española 15/2010 recoge muchas de las cuestiones reguladas por la nueva Directiva, acogiendo así lo previsto en ella: tal es el caso del plazo de pago, 60 días como norma general. Al margen de la consideración particularizada en los diferentes Capítulos de esta obra, debemos recordar que para su transposición se establecen en la nueva Directiva criterios, obligaciones y recomendaciones, tales como:

- Comunicación inmediata a la Comisión de las disposiciones que se adopten.

- Las disposiciones nacionales deberán hacer referencia a la Directiva 2011 o irán acompañadas de dicha referencia en su publicación oficial.

- Las disposiciones nacionales deberán incluir una mención en la que se precise que las referencias hechas en las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas vigentes a la Directiva derogada (2000/35/CE) se entienden hechas a la Directiva 2011. Queda al criterio de cada Estado miembro establecer la modalidad de dicha referencia y el modo en el que se formule la mención.

- Los Estados miembros podrán mantener o establecer disposiciones que sean más favorables para el acreedor que las necesarias para cumplir la Directiva 2011.

- Los Estados miembros podrán excluir del ámbito de aplicación de la norma resultante de la transposición los contratos celebrados antes del 16 de marzo de 2013.

- Se recomienda a los Estados miembros que establezcan cuadros en los que se muestren, en la medida de lo posible, la correspondencia entre la Directiva 2011 y sus medidas de transposición a nivel nacional. Y que estos cuadros se hagan públicos.

Por otra parte, dado que la Directiva carece de efecto directo horizontal, su transposición se hace del todo imprescindible, pues aquélla no tiene capacidad para obligar directamente a las empresas, particulares o poderes públicos. De ahí que el derecho transitorio previsto en la misma establezca como margen de vigencia de la de 2000 el plazo máximo de la transposición. De tal manera que la Directiva 2000/35/UE seguirá siendo aplicable en lo que respecta a los contratos celebrados antes del 16 de marzo de 2013.

El margen de decisión más importante que tiene el legislador nacional, resultante de la Directiva 2011, se concreta en la posibilidad de mantener o establecer disposiciones aún más favorables para los acreedores. También se le concede margen de decisión en las siguientes cuestiones:

- Podrán excluir las deudas sometidas a procedimientos concursales incoados contra el deudor, incluidos en procedimientos que tienen por finalidad la reestructuración de la deuda.

- Podrán ampliar los plazos previstos por el artículo 4.3.a de la Directiva 2011 relativos a las operaciones comerciales en las que el deudor sea un poder público hasta un máximo de 60 días naturales. Ampliación que podrán hacer en dos supuestos concretos: cuando se trate de poderes públicos que realicen actividades económicas de carácter industrial o mercantil y entreguen bienes o presten servicios en el mercado y que, en su calidad de empresas públicas, estén sometidos a los requisitos en materia de transparencia recogidos en la Directiva 2006/111/CE de la Comisión, de 16 de diciembre de 2006, y cuando se trate de entidades públicas que presten servicios de asistencia sanitaria y que estén debidamente reconocidas para ello.

- Podrán impulsar el establecimiento de códigos de pago puntual en los que se establezcan claramente los plazos de pago, un procedimiento adecuado para la tramitación de pagos objeto de controversia, o cualquier otra iniciativa que aborde la cuestión crucial de la morosidad y contribuya a desarrollar una cultura de pago sin demora que apoye el objetivo de la Directiva 2011.

- Podrán adoptar o mantener en vigor, en cuanto a la reserva de dominio, disposiciones que regulen los pagos anticipados efectuados ya por el deudor.

En este contexto, entendemos necesario abordar el estudio jurídico multidisciplinar de la morosidad y de las medidas que se justifican para hacerle frente. En esta obra se aborda el análisis exhaustivo y la revisión crítica de las medidas adoptadas bajo el lema de lucha contra la morosidad, en la perspectiva de los diferentes sectores del ordenamiento jurídico, con reglas especiales o no. Partiendo de los planteamientos generales, el Profesor BRACHFIELD, reconocido experto en la materia, ofrece en el Capítulo Primero un análisis de las causas, los riesgos, los efectos y los costes de la morosidad. En el Capítulo Segundo, realizado bajo la dirección del Profesor LLAMAS POMBO, Catedrático de Derecho Civil de la Universidad de Salamanca y abogado, en el marco general del Derecho de obligaciones se realiza un estudio particularizado de los aspectos civiles de la lucha contra el retraso en los pagos. Seguidamente, en el Capítulo Tercero los Profesores MORENO MOLINA, Catedrático de Derecho Administrativo, y MAESO SECO, Profesor Doctor de Derecho Administrativo, ambos de la Universidad de Castilla-La Mancha, estudian los acuciantes problemas y las soluciones vigentes para luchar contra la morosidad en el sector público. El Profesor BANACLOCHE PALAO, Catedrático de Derecho Procesal de la Universidad Complutense de Madrid, dirige el estudio en el Capítulo Cuarto de los instrumentos jurídico-procesales frente a la morosidad, las ventajas e inconvenientes del arbitraje, las instituciones para la tutela especial del crédito y la tutela ordinaria del crédito. A los aspectos fiscales que inciden en la lucha contra la morosidad se dedica el Capítulo Quinto, en el que los Profesores GARCÍA GÓMEZ y RUIZ BAÑA abordan los problemas relacionados con la fiscalidad directa, mientras que las cuestiones afectantes a la imposición indirecta han sido estudiadas por los Profesores ALMUDÍ CID, Profesor Titular de Derecho Financiero y Tributario de la Universidad Complutense de Madrid, y JIMÉNEZ COMPAIRED, Catedrático de Derecho Financiero y Tributario de la Universidad de Zaragoza. Finalmente, bajo la dirección de la Profesora BLANCO-MORALES LIMONES, Catedrática de Derecho Internacional Privado de la Universidad de Extremadura, el Capítulo Sexto está dedicado al análisis de los problemas que plantea la morosidad en las operaciones comerciales internacionales.

Los planteamientos y desarrollos que se realizan en esta obra pretenden servir para conocer y razonar el estado de la cuestión y plantear, en su caso, los cambios necesarios. Las diferentes colaboraciones plantean preguntas de gran calado, proponen respuestas, descubren explicaciones y esbozan alternativas.
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Los efectos de la morosidad en el ámbito económico-financiero de las empresas 



 (1) 

I.  LA PROBLEMÁTICA DE LA MOROSIDAD EN LAS OPERACIONES COMERCIALES

1.  Las razones del crédito comercial interempresarial

En un marco estrictamente teórico las empresas preferirían efectuar todas sus ventas al contado -las que pueden sin duda lo hacen- pero en la práctica son pocas las privilegiadas que por razones de mercado, exclusividad de sus productos o tecnología punta pueden exigir el pago inmediato a cambio de sus bienes o servicios. Las empresas saben que los clientes no sólo deciden en función de la calidad de los productos, precio o condiciones de suministro, sino que también el plazo y condiciones de pago son factores determinantes en el cierre de las operaciones mercantiles. Las condiciones de pago son con mucha frecuencia un elemento decisivo para vender y la cifra de negocios de una compañía puede aumentar considerablemente gracias a la concesión de créditos a los clientes.

Asimismo, una empresa proveedora no se encuentra sola en el mercado -salvo raras excepciones- y muchas veces las condiciones de pago vienen impuestas por unos hábitos ya existentes y unas costumbres adquiridas en el sector en que opera. Solamente los oligopolios y los suministradores que ofrecen determinados productos en exclusivas pueden imponer condiciones draconianas a sus compradores y exigirles el pago al contado.

La realidad del mercado es que la débil capitalización de las empresas compradoras de bienes y las dificultades que tienen para obtener créditos bancarios o acceder al mercado de capitales les lleva a diversificar sus fuentes de recursos financieros y a buscar financiación extrabancaria sin coste. La principal fuente de financiación extrabancaria sin coste de las empresas (a menos que el proveedor ofrezca descuentos por pronto pago) es el crédito comercial, también denominado crédito de proveedores. Este crédito interempresarial es otorgado por el suministrador a sus compradores a través de los aplazamientos de pago de las transacciones comerciales, de manera que el proveedor actúa como prestamista y el cliente como prestatario.

Muchas empresas pequeñas y medianas seguramente nunca hubieran podido iniciar sus actividades de no ser por el crédito interempresarial concedido por sus proveedores. El crédito inter-empresas representa la principal fuente de financiación para los compradores que no pueden -o que no quieren- acceder al crédito bancario para financiar sus activos circulantes.

Las empresas comerciales sin el crédito que obtienen de sus proveedores no tendrían recursos suficientes para pagar al contado los productos que compran para su posterior comercialización. Esta forma de financiación empresarial es un claro fenómeno de desintermediación bancaria y consiste en que los vendedores proporcionan financiación directa a los compradores por el aplazamiento de los pagos de operaciones comerciales, de forma que los proveedores actúan como banqueros de sus clientes -aunque no sea esta su misión principal ni cuenten con la estructura adecuada- otorgándoles créditos para que puedan adquirir los productos que necesitan.

Por lo tanto, el crédito comercial que conceden los proveedores constituye la principal fuente espontánea de financiación que disponen las compañías, y una de las fuentes más flexibles de financiación a corto plazo. La flexibilidad consiste en que cuando las ventas de una compañía aumentan durante las fases de bonanza económica, la empresa necesita más productos o más materias primas -si se trata de una empresa manufacturera- y por consiguiente solicita más crédito a sus proveedores. En fases de desaceleración económica las ventas disminuyen y la compañía reduce su endeudamiento con los proveedores. Consecuentemente el crédito de proveedores es la fuente de financiación más acomodaticia puesto que puede adaptarse en todo momento a las fluctuaciones de las ventas.

Por consiguiente, la financiación a través del crédito interempresarial tiene como principal característica el tener plazos muy cortos y además suele ser muy procíclica; o sea, que crece más que el PIB en los períodos de expansión económica y se contrae más cuando llegan las crisis. En España la financiación comercial creció a un ritmo más moderado que el crédito bancario durante los años anteriores a la crisis, al tiempo que se contrajo en mayor medida que éste durante la parte más aguda de la crisis.

2.  La importancia macroeconómica del crédito interempresarial

El crédito interempresarial juega un papel esencial en la economía, puesto que la extrabancarización financiera facilita la existencia de unos flujos financieros que conducen a un incremento de la riqueza en la economía productiva, al permitir que los medios de producción pasen a manos de personas competentes para utilizarlos y generar riqueza. Por consiguiente, se puede afirmar que el crédito aumenta el volumen de bienes vendidos, incrementa la producción de las empresas y acelera el movimiento de capitales.

El crédito empresarial es un fenómeno que adquiere mayor importancia día a día y supone un importante trasvase de recursos financieros entre empresas. Asimismo, el crédito entre empresas favorece una amplia cadena de compra-ventas y se ha convertido en un medio de intercambio de valor. El crédito es vital para el funcionamiento de la economía, puesto que en la actualidad el 90% de las transacciones comerciales entre empresas se efectúa con pago aplazado, aunque por supuesto este porcentaje es un promedio estadístico y no se puede aplicar uniformemente a todos los sectores y clases de negocios. El aspecto menos positivo del crédito entre empresas es el riesgo de insolvencia al hacerse las empresas concesiones de créditos entre unas y otras bajo criterios no financieros. Y además las compañías carecen de personal con conocimientos especializados para hacer estas concesiones. Esta situación puede provocar en una coyuntura económica de recesión el tan temido efecto dominó que consiste en los quebrantos empresariales en cadena debido a la insolvencia de las empresas y al incumplimiento de sus compromisos de pago.

El crédito comercial, que se instrumenta principalmente a través de facturas, pagarés, letras de cambio y compromisos de pago, representa en torno al 55% del Producto Interior Bruto (PIB) de España y al 92% del endeudamiento bancario de las empresas, según revela un estudio del Banco de España que analiza el período entre 2000 y 2010.

Asimismo, según datos de la aseguradora de riesgos de impago Crédito y Caución, en España el volumen de créditos comerciales en un solo año alcanza los 600.000 millones de euros.

Al propio tiempo, un estudio presentado en abril de 2011 por Iberinform (compañía del Grupo Crédito y Caución especializada en elaboración de información financiera) sobre la deuda empresarial en España, en base a los últimos datos públicos disponibles del Registro Mercantil (2009) referidos a los balances de más de 360.000 empresas, reveló que el crédito de proveedores constituye una de las principales fuentes de financiación de las empresas. El crédito comercial a corto plazo que se conceden entre sí a través de las ventas a crédito supuso en 2009 (el último año del que existían datos completos) el 39,2% del total de los recursos ajenos disponibles para las empresas. Comparativamente el crédito proveedor supone el 39,2% de la financiación empresarial, frente al 46,7% aportado por el sector financiero.

3.  Los problemas de cobro y los plazos de pago en las empresas españolas

Aquellos tiempos en los que la palabra era suficiente para garantizar el buen fin de las operaciones comerciales y en los que los malos pagadores eran señalados con el dedo y marginados de la actividad mercantil han pasado a la historia. La moralidad en el mundo de los negocios no sanciona las malas prácticas de pago y hoy en día el retrasar intencionalmente los pagos a los proveedores se considera muchas veces como equivalente a una buena gestión empresarial. En la actualidad se han extendido en España unos nefastos hábitos de pago que suponen un riesgo importante para las empresas proveedoras de bienes y servicios.

Hay que hacer notar que el deterioro de las prácticas de pago no sólo se debe a factores coyunturales, sino que también refleja una evolución estructural de las relaciones entre empresas. Por lo tanto, el fenómeno de la morosidad no se debe imputar únicamente a la evolución de los ciclos económicos, sino que también existen causas estructurales. Indudablemente la morosidad pueda aumentar debido a causas coyunturales, como puede ser la crisis mundial, la desaceleración de la actividad económica o el enfriamiento de la economía, puesto que en períodos difíciles, en los que se produce un encarecimiento del coste del dinero, las empresas utilizan la prolongación de los plazos de pago como un sustitutivo de los créditos bancarios. También es cierto que en épocas de crisis los índices de morosidad se suelen disparar y se producen fenómenos de siniestralidad en cadena, puesto que los problemas en el pago se contagian entre las empresas.

Pero además hay que tener en cuenta otras causas estructurales como pueden ser la actitud de algunos actores económicos (como es el caso de las grandes corporaciones empresariales, contratistas de obra pública, grandes empresas industriales, gran distribución comercial, sector sanitario y administraciones públicas) de prolongar deliberadamente los plazos de pago -o sea, fuerzan al proveedor a conceder aplazamientos más largos- aprovechando su posición dominante en perjuicio de las empresas más pequeñas. Y otra causa estructural es la cultura de la morosidad que se ha desarrollado en los últimos tiempos en muchos sectores, hasta el punto que pagar tarde se ha convertido en un comportamiento económico generalizado. Muchas empresas, que en sentido estricto no pueden ser calificadas como morosas, demoran intencionalmente los pagos a proveedores para obtener beneficios atípicos gracias al float comercial obtenido con los flujos de efectivo retenidos. Estas empresas se dedican a jugar con el dinero de muchos de sus suministradores -sobre todo se ceban en las empresas más pequeñas- de modo que consiguen hacer dinero a costa de los proveedores.

Consecuentemente uno de los grandes problemas endémicos a los que se enfrentan las empresas españolas es la dificultad permanente de lograr cobrar de forma adecuada de sus clientes y conseguir un flujo de cobros que les permita funcionar sin tensiones de liquidez ni sufrir pérdidas por la morosidad o insolvencia de sus deudores. Con cierta frecuencia ocurre que empresas que han alcanzado un notable éxito en el área de marketing y han conseguido un buen nivel de ventas presentan suspensión de pagos o han de cesar en sus actividades empresariales. La explicación a este inesperado fracaso empresarial está en que dichas empresas han descuidado la gestión del crédito otorgado a los clientes y el cobro de sus ventas. Esta circunstancia les ha provocado serios problemas de liquidez, crisis de tesorería, problemas para financiar su realizable y por último una situación de insolvencia transitoria.

No hay que olvidar que uno de los factores clave para la buena marcha de las empresas es la capacidad que tienen en generar tesorería, y esta capacidad es directamente proporcional a la eficacia de las compañías en la gestión del realizable.

Indudablemente la morosidad se ve poderosamente influida por los ciclos económicos, puesto que en los ciclos de bonanza económica la morosidad disminuye notablemente. Pero esto no supone la erradicación del virus de la morosidad, que es endémico en España, por lo que durante las fases de prosperidad económica el virus de la morosidad se encuentra en estado de hibernación. A pesar de que durante los períodos de bonanza económica la morosidad alcanza unos niveles tan bajos que provoca la falsa impresión de que el problema ha desaparecido definitivamente, la evolución cíclica de la coyuntura económica, la subida de los tipos de interés, así como los cambios coyunturales provocan un aumento de la morosidad que siempre supone un mayor riesgo de quebrantos económicos para las empresas.

En estas fases de elevada morosidad las empresas proveedoras de bienes y servicios sufrirán en propia carne las consecuencias de las insolvencias de sus clientes. Sin embargo en las fases de bonanza económica los suministradores de bienes y servicios también se ven afectados por el incumplimiento de los plazos de pago en las transacciones comerciales. Además se puede afirmar que en España se han consolidado unos hábitos de pago que son de los peores de toda la U.E.

Según un artículo del redactor Juanma LAMET publicado en el diario EXPANSIÓN el 7 de febrero de 2011, la morosidad entre empresas genera en España pérdidas que superar los 24.000 millones de euros anuales. Este periódico salmón afirma que la tardanza de pago entre las compañías es una lacra que provoca que las empresas no lleguen a cobrar el 4% de sus ventas. EXPANSIÓN, basándose en datos de Iberinform (la agencia de informes de Crédito y Caución), reveló que se pierden 24.300 millones de euros al año por culpa de la morosidad.

Un estudio realizado por Informa D&B, compañía del Grupo Asegurador CESCE y publicado en abril de 2011, descubrió que el 58,92% de las empresas españolas no respetaron durante el primer trimestre del año 2011 las condiciones de pago que se pactaron con sus proveedores. En el citado trabajo se añade que el plazo medio de retraso en los pagos sobre condiciones pactadas en España se situó en 21,29 días. Dicha cifra indica un empeoramiento en comparación con el mismo dato registrado en el último trimestre de 2010, período en el que alcanzó los 20,87 días. Además, el informe señala que, por sectores, aquéllos con peor comportamiento de pagos fueron la Administración pública, construcción y actividades inmobiliarias.

No obstante, las consecuencias de esta lacra no son iguales para todas las empresas, puesto que afecta especialmente a las PYMES, ya que son más vulnerables a las variaciones de «cash flow» al carecer de los fondos de maniobra que tienen las grandes empresas. Además, las PYMES suelen depender de un número limitado de clientes, que generalmente suelen ser empresas más grandes y que aprovechan su posición dominante para imponerles plazos de pago largos.

Así pues, según la encuesta sobre «Acceso de las PYMES a la Financiación Ajena» que ha sido realizada por el Centro de Estudios Económicos Tomillo (CEET) por encargo del Consejo Superior de Cámaras de Comercio a finales de 2010, el 92,3% de las PYMES (1.056.000 empresas) ha experimentado un retraso en los pagos de sus clientes en el último trimestre de 2010. El retraso medio en el pago se situó en torno a los 4,6 meses.

Asimismo, el 74,4% de las PYMES (175.000 empresas) que son proveedoras de la Administración Pública ha tenido problemas para efectuar el cobro. Este valor es marcadamente superior al registrado en la media del año 2010, que fue del 54,4%. Según el informe del Consejo Superior de Cámaras de Comercio, los problemas principales para materializar el cobro se han presentado con la Administración Local (51,2%), en segundo término con la Autonómica (34,1%) y, por último, con la Administración Central (12,2%). El estudio patentizó que el retraso medio en el cobro a los tres niveles de Administración Pública se situó en promedio cercano a los 5 meses.

La situación es tan grave que hasta el Tribunal de Cuentas ha instado a las Administraciones en su informe N.º 889 de 24 de marzo de 2011 a «adoptar las medidas necesarias para el más riguroso cumplimiento de los plazos establecidos para la certificación o recepción de los contratos y, posteriormente, para su pago, máxime teniendo en cuenta la paulatina reducción hasta 30 días del plazo máximo de que dispondrá la Administración, a partir del día 1 de enero de 2.013, para abonar el precio de los contratos, según establecen el art. 300 de la LCSP, en relación con su disposición transitoria octava, añadida por la Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales».

Un primer informe realizado por la Plataforma Multisectorial de Lucha Contra la Morosidad (PMCM) a principios del 2010 reveló que el plazo medio de pago interempresarial en España es de 101 días frente a los 57 de media europea y que el sector público paga a 154 días frente a los 67 del plazo medio en Europa (datos correspondientes a 2009).

En marzo de 2011 la Plataforma Multisectorial contra la Morosidad (PMCM) presentó otro estudio, basado en 800 encuestas recogidas de empresas adheridas, en un 96% PYMES, del que se desprendió que el plazo medio de cobro que se pactó en 2010 en el sector privado fue de 75 días, aunque el plazo de cobro efectivo fue de 93 días. No obstante, ambos datos son ligeramente inferiores a los registrados en 2009, con 77 y 101 días, respectivamente.

Consecuentemente el informe reveló que en 2010 el sector privado consiguió reducir el plazo de sus pagos intentando ajustarse a los marcados por la Ley 15/2010 contra la Morosidad, puesto que el plazo medio de pago se redujo de 101 a 93 días.

De acuerdo con los resultados analizados por la PMCM, el 64% de las empresas encuestadas tiene en la actualidad contratos o acuerdos comerciales con clientes que le exigen plazos de pago superiores a los 85 días legales. Respecto al ratio de impagados, el 27% de las empresas encuestadas ha observado un aumento; mientras que en un 39% se ha mantenido sin variación y en un 34% se ha visto reducido.

En lo que se refiere a las AAPP, el informe de la PMCM patentizó que se ha elevado el plazo medio de cobro efectivo de 154 días en 2009 a 157 en 2010.

Asimismo, el estudio de la PMCM determinó que en España, el ratio de morosidad (entendido como el % de impagos respecto al total facturación) en 2010 se cifró en el 5,1%, porcentaje superior al 5% de 2009.

La morosidad repercute en el tejido productivo, pues genera problemas de solvencia, lo cual pone en riesgo la viabilidad de la empresa española y que ésta sea menos competitiva. A lo que se suman los problemas de acceso al crédito, ya que la financiación bancaria a día de hoy es difícil. Y es que no hay que olvidar que España es uno de los países de la Unión Europea que más tarda en pagar. La PIMEC (patronal de la pequeña y mediana empresa de Cataluña) elaboró en 2010 un estudio en el que reveló que si los períodos de pago pasaran de 98 días de media a 60 poniendo como ejemplo los plazos con los que trabajan las PYMES en Cataluña se inyectarían al sistema empresarial catalán unos 1.100 millones de euros gracias a esta reducción. Según el estudio de PIMEC, si lo extrapolamos a nivel nacional, esta reducción sólo en el ámbito privado supondría inyectar 10.000 millones de euros de liquidez a las empresas españolas.

Hay que tener en cuenta que la morosidad constituye un incumplimiento contractual que ocasiona onerosas cargas administrativas y financieras a las empresas, especialmente a las PYMES, las cuales deben soportar plazos de pago excesivos que les obligan a mantener de forma permanente importantes saldos de clientes en sus balances. Esta «sobre-inversión» en activos circulantes que deben hacer las PYMES provocada por el aumento de las partidas de cuentas por cobrar implica unos incrementos de las necesidades operativas de fondos que son generalmente sufragados con financiación bancaria a corto plazo. Consecuentemente los costes financieros que tienen las PYMES aumentan debido a los plazos de pago excesivamente prolongados.

Según datos de la PMCM, la Morosidad ha propiciado el cierre de más de 400.000 empresas en España desde el inicio de la crisis en 2008, y que ésta es causa de que muchas empresas pierdan competitividad o, incluso, se vean obligadas a despedir a sus empleados ante la demora en el cobro de sus facturas.

Hay que destacar que una de cada tres quiebras en España se debe al retraso en los pagos de las facturas. Los motivos más frecuentes que conducen a las empresas a presentar la solicitud de concurso de acreedores por falta de liquidez para cumplir con sus obligaciones de pago son:

- Verse afectadas por una alta morosidad de sus clientes

- Experimentar insolvencias definitivas de algunos de sus deudores

- Ser a su vez acreedores en un procedimiento concursal de un cliente importante insolvente, lo que les ha dejado sin liquidez para afrontar sus pagos a corto

- Sufrir importantes retrasos en los pagos por parte de las administraciones públicas

La elevada mortandad de las PYMES españolas está en gran parte provocada por la morosidad y los plazos de cobro tan largos y que es un auténtico cáncer para las empresas de tamaño reducido; y cuanto más pequeña sea la empresa más problemas le causa la morosidad. Así pues las estadísticas verifican que cuanto más pequeña es la empresa, mayores dificultades tiene para consolidarse. Los datos revelan que las más pequeñas son más proclives a desaparecer, puesto que el 82% de las empresas que se dieron de baja en los últimos 3 años tenían menos de diez empleados y el 98% no llegaban a los 50. Hay que hacer notar que las PYMES (empresas con menos de 250 trabajadores) representan casi el 99,86 por ciento del tejido empresarial español.

Hay que tener en cuenta que las PYMES tienen el inconveniente de que debido a su pequeña dimensión, les resulta más difícil negociar los créditos con las entidades bancarias, y los costes que han de abonar son superiores que los que soportan las empresas de mayor dimensión, y además las PYMES no pueden compensar los costes financieros incrementando los precios de sus productos debido al contexto globalizador actual. Asimismo, las PYMES tienen con frecuencia dificultades para acceder a financiación ajena a largo plazo, por lo que tienen que recurrir a financiación a corto plazo.

Así pues, las patronales achacan a los problemas de cobro de las ventas a crédito, uno de los principales motivos de la alta desaparición de PYMES que se da en España, y que es más elevada que la existente en el resto de Europa. Así pues las estadísticas revelan que el 65 por ciento de las PYMES creadas en España desaparece después de los primeros 5 años de existencia; y una vez transcurridos los primeros 6 años desde su constitución sólo permanecen en funcionamiento el 25 por ciento de las empresas. Hay que tener en cuenta que el 30 por ciento de las empresas de nueva creación mueren antes de cumplir el primer año de vida. Asimismo, los dos primeros años de existencia son muy duros para las PYMES, puesto que el 50 por ciento de las empresas desaparecen durante este período. Además, el promedio de vida del 90 por ciento de las PYMES españolas es de diez años.

Con respecto a las microempresas la escabechina es terrible, puesto que el 50 por ciento de estas empresas no llega a cumplir ni siquiera su primer año de vida. Y respecto a los empresarios individuales, menos del 45 por ciento de las empresas sin asalariados que se crean en España permanece en activo después de los 4 primeros años de vida. Así pues el motivo del cierre prematuro que padecen muchas pequeñas empresas tienen mucho que ver con los pagos aplazados para las calendas griegas que practican las empresas más grandes y que constituye un auténtico cáncer para las empresas de reducido tamaño.

Como muestra de la problemática de las facturas impagadas, según las estimaciones realizadas por los Técnicos del Ministerio de Hacienda (Gestha), las PYMES y los trabajadores autónomos españoles cargan con 800 millones de euros anuales correspondientes por el Impuesto sobre el Valor Añadido (IVA) de facturas que aún no han llegado a cobrar debido al aumento de la morosidad e impagos. Según los Técnicos de Hacienda en la actualidad, el empresario debe ingresar a la Hacienda Pública el IVA de las facturas emitidas, independientemente de si las han cobrado o no. Las únicas alternativas en caso de morosidad son solicitar un aplazamiento del pago para no anticipar el impuesto no cobrado, lo que conlleva un interés de demora del 5% anual que aplica la Agencia Tributaria, o bien, transcurrido un año desde el impago, rectificar la factura impagada pero teniendo que seguir unos requisitos muy exigentes.

II.  LAS CAUSAS DE LA MOROSIDAD INTEREMPRESARIAL

Ahora bien, antes de abordar un problema, es fundamental conocer con exactitud sus causas. Por tanto es necesario estudiar con precisión los determinantes de la morosidad; por un lado existen causas coyunturales y por otro hay causas estructurales. La ralentización coyuntural de la actividad económica constituye sin duda alguna un factor de riesgo para el aumento de la morosidad; los estudios realizados demuestran un aumento de los plazos de pago y de los impagados en las fases de desaceleración de las economías europeas. En los períodos difíciles las empresas luchan para ganar tiempo a la hora de realizar desembolsos de efectivo y además se produce un encarecimiento del coste del dinero. Estas circunstancias incitan a las empresas a utilizar los plazos de pago a proveedores como sustitutos de los créditos bancarios. Sin embargo, hay que destacar la importancia del segundo grupo de causas, las estructurales; éstas se han revelado como las fuentes más inquietantes de la prolongación de los plazos de pago. Por una parte existe la actitud deliberada de algunos actores económicos que imponen plazos de pago muy dilatados a sus proveedores y, por otra, tenemos la cultura de la morosidad que desafortunadamente se ha desarrollado en algunos países europeos, hasta el punto de convertirse en un comportamiento económico habitual.

Hay que destacar que los estudios auspiciados por la Comisión Europea para averiguar las causas reales de los impagados en Europa evidenciaron que la intencionalidad (por parte del deudor) es la primera causa de la morosidad, y no los problemas de liquidez del cliente para poder pagar la factura a su vencimiento; las cuatro principales excusas -en lo que se refiere a la carencia de efectivo- del mal pagador son: que todavía no ha cobrado de sus deudores y que por tanto a su vez no puede pagar, que le han bajado las ventas y por ende los ingresos, lo que le provoca problemas de «cash flow», que le ha bajado el margen comercial debido a la competencia y la globalización, y que tiene dificultades transitorias de financiación a corto debido a un problema de negociación con el banco. Igualmente no es cierto que la mayor parte de los retrasos en el pago están provocados por la existencia de litigios comerciales (calidad o cantidad de las mercancías vendidas que sirvan de pretexto para demorar el pago), falta de puntualidad en las entregas o debido a la aparición de discrepancias sobre la cuantía de la deuda o del vencimiento de la factura. Tampoco es verdad que los retrasos en abonar una factura se deban a que el cliente no haya recibido todavía el documento original, o que haya problemas administrativos en la tramitación de la orden de pago.

Con anterioridad a la publicación del informe, se suponía que los condicionantes señalados anteriormente (problemas de liquidez, litigios comerciales y problemas administrativos) eran las principales causas del retraso en los pagos. La realidad es que en la mayoría de los casos los morosos podrían pagar el día pactado con el acreedor comercial, pero no lo hacen porque no les da la gana hacerlo por el momento (pagarán más tarde y cuando mejor les convenga). Consecuentemente, la mayor parte del los impagos que se producen en Europa son intencionales, ya que el deudor retrasa los pagos para financiarse a costa del proveedor.

Así pues los estudios realizados bajo el auspicio de la CE revelaron que las distintas causas que provocan la morosidad y el porcentaje sobre el total de los impagados en la media europea son:



	• Retrasos en el pago Intencionales
	35%



	• Dificultades financieras del deudor
	23%



	• Falta de eficacia administrativa del deudor
	17%



	• Litigios e incidencias con los artículos suministrados
	7%



	• Otras causas
	18%
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No obstante, según el estudio auspiciado por la Comisión Europea, en el caso de España, la primera causa de morosidad es la intencionalidad del deudor de beneficiarse de una financiación gratuita a expensas del proveedor, ya que el retraso intencional representa el 62 por ciento de las causas de la morosidad. En los estudios efectuados España resultó ser el estado de la UE con un porcentaje más elevado de intencionalidad como motivo de los retrasos en los pagos.

La idea central es que las prácticas de dilatar los pagos son básicamente fruto de una cultura empresarial que se ha desarrollado no sólo debido a factores económicos, sino además a las malas prácticas de pago imperantes en las relaciones mercantiles como por ejemplo imponiendo que los meses de agosto y diciembre no se paga (por vacaciones del responsable de pagos o mejor dicho irresponsable) aunque se sigan admitiendo pedidos durante estos meses. En casos extremos algunos compradores que tienen como fecha fija de pago el día 30 de cada mes, como el mes de febrero no tiene día 30, no pagan las facturas que vencen a finales de febrero hasta el 30 de marzo.

Un fenómeno que se ha extendido en los últimos años es el abuso que practican las grandes empresas dominantes de algunos sectores con sus proveedores. Estas empresas pasan pedidos importantes a empresas auxiliares, las cuales tienen una gran dependencia de los pedidos que les proporcionan estas grandes compañías, pero en contrapartida aprovechan su elevado poder de negociación en las condiciones de pago y exigen pagar con aplazamientos de pago muy dilatados.

1.  Los plazos de pago establecidos en España

La Ley 15/2010, de 5 de julio, de modificación de la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales, indica que el plazo máximo de pago pactado entre empresas en los contratos celebrados a partir del 7 de julio sea de 85 días hasta diciembre de 2011.

Ahora bien, en España en muchos sectores los períodos medios de cobro superan los 200 días. Un claro ejemplo son los dilatados plazos de pago que existen en el sector de la industria auxiliar de la construcción. Con respecto a los períodos de pago de este sector, un estudio de la PMCM reveló que el plazo medio de pago de empresas constructoras estaba en 193 días cuando la Ley 15/2010, de 5 de julio, fija un plazo máximo de pago de 120 días hasta diciembre de 2011 pero cuando se trata de un contrato de obra pública anterior a la entrada en vigor de la Ley. Al propio tiempo el estudio de la PMCM patentizó que el plazo medio de pago de las diez empresas constructoras más grandes de España era de 293 días. Salta a la vista que las grandes constructoras están imponiendo unos elevados plazos a los subcontratistas y proveedores de materiales aprovechando su posición de dominio y los suministradores que son PYMES tradicionalmente han preferido aceptar estas condiciones de pago antes que arriesgarse a perder los contratos.

Con respecto a las obras públicas también se producen colosales retrasos en los pagos entre todas las partes implicadas; las administraciones tardan en pagar a los contratistas, y éstos a su vez demoran los pagos a los subcontratistas y suministradores de materiales de obra (como se ha visto que ocurre con los proveedores de materiales de construcción). El panorama de la contratación pública en España se caracteriza por una serie de malas prácticas en forma de retrasos en los pagos, provocados a lo largo de toda la cadena contractual, y cuyas repercusiones más grandes se producen en las pequeñas y medianas empresas. Hay que hacer notar que más del 90 por ciento del colectivo empresarial formado por subcontratistas y suministradores son PYMES. Sin embargo, según datos obtenidos de la Central de Balances del Banco de España, al parecer sólo seis grandes grupos de empresas constructoras acaparan más del 80 por ciento de la obra pública en España, y este oligopolio de hecho existe debido a que el volumen de las concesiones de la Administración es tan enorme que sólo las grandes constructoras tienen capacidad para ganar los concursos. Las pequeñas empresas no tienen otra alternativa que la subcontratación.

Una gran parte de la problemática de la morosidad en las obras públicas viene provocada por la imposición contractual a los subcontratistas y suministradores de materiales, de plazos de pago superiores en promedio a los 180 días desde la presentación de la factura. Y en muchos casos los subcontratistas y proveedores deben aceptar estas condiciones dada la dependencia de las empresas frente a sus principales clientes. Los subcontratistas y proveedores acusan a las grandes constructoras de que parte de su negocio está en la capacidad para obtener rentabilidad financiera de la diferencia entre los plazos de cobro de las certificaciones de obra y los plazos de pago a sus suministradores. En cuanto a las empresas contratistas de la obra pública, éstas culpan a su vez a las distintas administraciones públicas, que son sus principales clientes y que demoran mucho sus pagos. Igualmente los contratistas se quejan de que soportan unos plazos de pago de entre siete y ocho meses.

2.  Los plazos de pago en la sanidad pública

En cuanto a las empresas públicas españolas son de las que peor pagan de toda la UE, ya que según el estudio realizado por la PMCM el sector público paga a 157 días frente a los 67 del plazo medio en Europa. Vale la pena recordar que en el último año el promedio ha aumentado en 3 días.

Así pues a pesar de la obligación legal que desde hace muchos años tenían todas las Administraciones de pagar a sesenta días (desde el 7 de julio de 2010 el plazo legal se redujo a 55 días y en 2011 de 50), los organismos públicos pagan con mucho retraso y no respetan la Ley, por lo que es frecuente el fenómeno de la cadena de morosidad, que empieza cuando el cliente es un organismo público y que afecta a todos los demás eslabones, incluidos los últimos proveedores. Los aplazamientos de pago, que con frecuencia llegan a superar los seis meses, provocan cargas financieras extraordinarias a los proveedores que deben recurrir a las entidades bancarias para movilizar los saldos pendientes de cobro. Hay que tener en cuenta el hecho de que las PYMES no cobren en un plazo razonable provoca un problema de competitividad frente a compañías extranjeras que no tienen esta problemática.

En consecuencia, muchos organismos públicos a pesar de que al formar parte del Estado Español no pueden nunca quebrar y en teoría son siempre solventes, en la práctica -y salvo honrosas excepciones- son malos pagadores en relación con los suministradores de bienes y servicios (los segundos peores de Europa); son frecuentes los casos en los que las Administraciones Públicas han venido pagando a 180 días e incluso a un año después de que el proveedor les haya prestado el servicio. Asimismo, en contratación de obras los plazos de pago que mantienen algunas administraciones con sus contratistas son sencillamente escandalosos. Y lo peor es que los retrasos en el pago se extienden por toda la cadena de contrataciones, siendo frecuente que los subcontratistas acaben pagando el pato y convirtiéndose en los verdaderos «financiadores» (forzosos) de las obras públicas. Y la verdad es que pocos proveedores se plantearon presentar recursos o iniciar acciones legales contra las Administraciones Públicas, ante la lentitud de los procedimientos judiciales y el temor de perder una parte importante de sus negocios.

3.  Los plazos de pago en Europa y su evolución en los últimos años

Vale la pena señalar que España, con un período medio de cobro en el B2B de 93 días, se halla a la cabeza del ranking de países con mayores plazos de pago de toda la UE. Los países del sur de Europa presentan los mayores plazos de pago de toda la UE. En cambio, en los países del norte de Europa lo habitual es que los compradores paguen entre 29 y 41 días después de recibida la factura. Hay que tener en cuenta que estos estados (especialmente los Escandinavos) gozan hace décadas de legislaciones muy eficaces para controlar la morosidad, con leyes claras y eficaces respecto a los retrasos en el pago. Por el contrario, en los estados del sur de Europa las legislaciones existentes hasta hace bien poco eran poco eficientes en combatir la morosidad empresarial.

Consiguientemente en Europa los plazos de pago varían mucho según el país y todavía existen diferencias abismales entre los Estados; estas diferencias en los plazos de pago perjudican no sólo el buen funcionamiento del mercado interior, sino también el comercio intracomunitario.

Un ejemplo del problema es la distancia que separa el plazo de pago medio de Noruega que es de sólo 33 días, del de España, que es de 93 días. Hay que hacer notar que analizando los plazos de pago por regiones, los plazos de pago registran un aumento conforme se desplaza uno de norte a sur pero también de oeste a este. Así pues los países nórdicos registran los plazos de pago más cortos, mientras que España, Italia, Portugal y Grecia tienen los períodos más largos.

Plazo medio de pago en los principales países europeos en 2010 
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Fuente: PMCM 

III.  LOS CONDICIONANTES DE LA MOROSIDAD

Por lo general se le suele echar la culpa de la existencia de morosidad a la coyuntura económica (es la postura más fácil); esto no es correcto puesto que la coyuntura constituye uno de los condicionantes de la morosidad, pero no es el único causante del fenómeno (y en muchas ocasiones tampoco es el más importante). Indudablemente la morosidad puede aumentar debido a causas coyunturales, como puede ser la crisis económica, puesto que en períodos difíciles, en los que se produce un encarecimiento del coste del dinero, las empresas utilizan la prolongación de los plazos de pago como un sustitutivo de los créditos bancarios. También es cierto que en épocas de crisis los índices de morosidad se suelen disparar y se producen fenómenos de siniestralidad en cadena, puesto que los problemas en el pago se contagian entre las empresas.

Por consiguiente, la morosidad no es un fenómeno únicamente provocado por la coyuntura, sino que es necesario considerar la existencia de varios condicionantes que interaccionando entre sí provocan el nivel de morosidad existente en un momento dado en la economía de un país o en un sector determinado. Por lo tanto, no estamos ante un solo determinante sino que se debe buscar el origen de la morosidad en la combinación y convergencia de varios determinantes.

Estos condicionantes son:

- La coyuntura económica

- La actitud del sistema financiero

- El comportamiento de pagos de las administraciones públicas

- El mercado y la competencia

- El sector económico y el subsector industrial

- La cultura empresarial, la ética en el comportamiento de los compradores y los hábitos de pago

- La ausencia de una cultura de cobro de los acreedores y excesiva permisividad ante los retrasos en el pago

- La postura de la sociedad española ante la morosidad

- El tejido y la estructura empresarial

- El marco legal

De todos estos determinantes, y a pesar de que los factores coyunturales pueden agravar la morosidad, los principales condicionantes de los impagados son los cuatro últimos: la cultura empresarial y costumbres de pago, la estructura empresarial, el marco legal y la postura de la sociedad ante la morosidad.

Estos cuatro elementos actúan de forma sinérgica y en la actualidad son los auténticos culpables de los problemas de cobro, por este motivo los estudiaremos a continuación más extensamente.

La coyuntura económica

La coyuntura económica afecta directamente al nivel de morosidad, puesto que en una fase de expansión y bonanza de la economía los índices de morosidad disminuyen, mientras que en una época de recesión o de crisis la morosidad se dispara.

La actitud del sistema financiero

El sistema financiero controla el grifo del dinero, en una época en que las entidades bancarias conceden generosamente créditos y los tipos de interés son bajos la morosidad global disminuye, ya que las empresas obtienen recursos fácilmente, pero en una fase de recesión en que se restringe la concesión de créditos y los tipos de interés suben, la morosidad se dispara por falta de liquidez en el sistema.

El comportamiento de pagos de las administraciones públicas

Según un estudio realizado bajo los auspicios de la Comisión Europea, España figuraba en el segundo lugar del ranking de administraciones públicas que pagaban peor en Europa; el primer lugar lo ocupaba Italia. Cuando las administraciones públicas se retrasan en el pago a sus proveedores se produce lo que se conoce como el efecto dominó, que implica que las empresas que no reciben los pagos de las administraciones puntualmente se retrasan en el pago de sus propias facturas, de modo que sus proveedores también se ven obligados a demorar sus pagos y así sucesivamente.

El mercado y la competencia

El mercado también marca el nivel de morosidad, puesto que en caso de existir mucha oferta y poca demanda, los proveedores deben arriesgarse más al vender y ser poco exigentes en el momento de reclamar el pago, en cambio si hay más demanda que oferta se puede exigir incluso el pago anticipado.

Asimismo, cuando la competencia actúa con lealtad se puede controlar a los morosos con ficheros de morosos, pero en cambio si los competidores están dispuestos a vender como sea, es imposible controlar la morosidad del sector.

El sector económico y el subsector industrial

Las costumbres de pago del sector o del subsector económico concreto influyen en el volumen de morosidad, puesto que existen ciertos subsectores en los que prácticamente no hay morosos, puesto que existen fuertes controles que expulsan a los malos pagadores.

La cultura empresarial, la ética en el comportamiento de los compradores y los hábitos de pago

La cultura empresarial y las costumbres de pago son un factor muy importante puesto que en muchos casos son el principal generador de morosidad.

En muchos países no existe una cultura empresarial que fomenta el pago puntual y las empresas no dan prioridad alguna a tener un perfil de buen pagador, por consiguiente no supone ningún objetivo estratégico para las empresas, por lo que no se han implantado políticas de atender puntualmente los pagos a proveedores.

Hay que hacer notar que el gran generador de morosidad en España es un factor inherente a la cultura empresarial. No son causas estructurales, legales ni coyunturales las que provocan la plaga de la morosidad, sino una actitud generalizada de las empresas ante el cumplimiento de las obligaciones de pago. La inexistencia de una ética definida en el cumplimiento de las obligaciones de los deudores ha dejado un vacío moral que permite la existencia de una morosidad permanente. Hoy en día, el retraso intencionado de los pagos a los proveedores es sinónimo de buena gestión empresarial.

Y lo peor es que se ha demostrado en diversos estudios europeos que los clientes abonan sus facturas siguiendo un criterio selectivo basado en su propio interés; en otras palabras, pagan mucho peor a los proveedores no estratégicos y que pueden ser reemplazados con facilidad. Por el contrario, los proveedores que no pueden ser sustituidos son pagados mucho antes por los mismos compradores.

Existe, por tanto, un problema deontológico en la actuación de los empresarios. Pero el comportamiento moroso ocurre no sólo en los sectores marginales de la sociedad o en empresas insolventes o con poca liquidez, también en el mundo empresarial. La política que se aplica en muchas empresas solventes y con gran liquidez, de demorar intencionalmente los pagos a los acreedores, está considerada por muchos dirigentes como un modelo de buena gestión empresarial.

Muchos directivos consideran perfectamente ético intentar retrasar al máximo los pagos a sus proveedores de forma intencionada. Además, algunos dirigentes empresariales aprovechan cualquier fallo por parte de un proveedor para no pagar al vencimiento. Algunos empresarios tienen como política pagar las deudas únicamente cuando el acreedor ha exigido varias veces el cobro. En caso de olvido por parte del acreedor de reclamar la deuda, se considera como natural no realizar el pago.

Esta carencia de ética y cultura empresarial en el cumplimiento de las obligaciones de pago se puede constatar incluso cuando el deudor firma documentos mercantiles como puede ser contratos, reconocimientos de deuda, pagarés o cheques. En numerosas ocasiones el suscribir estos documentos -que en otros países son casi sagrados- no supone para el firmante ni siquiera un compromiso moral para su cumplimiento.

De modo que en España existe un serio problema de ética empresarial, ya que las prácticas poco éticas en los pagos se encuentran tan arraigadas en las empresas que se han convertido en norma, en lugar de ser una excepción. Con esta mentalidad es muy difícil erradicar la morosidad.

La ausencia de una cultura de cobro en las empresas acreedoras y la excesiva permisividad ante los retrasos en el pago

Las prácticas de cobro en muchos países hispanos son excesivamente laxas y además las empresas no han desarrollado una metodología adecuada para rentabilizar sus inversiones en clientes. Asimismo, debido a la carencia de una cultura empresarial que otorgue prioridad a la cobranza, las empresas sufren elevadas pérdidas por culpa de la morosidad de sus clientes.

En general, en los países del ámbito hispano, los directivos de las empresas proveedoras son demasiado tolerantes con los deudores, ya que prefieren priorizar las actividades comerciales y las relaciones públicas a tratar las condiciones de pago y a reclamar el pago puntual de las facturas. Por lo general los hombres de negocios hispanos por cuestiones puramente culturales son mucho más reticentes que sus colegas europeos (o norteamericanos) a la hora de requerir el pago a los clientes. Tanto la tradición católica como la cultura hispánica -esta última excesivamente generosa y caballerosa- consideran de mal gusto apremiar el pago a los deudores, por lo que los directivos de las empresas acreedoras se sienten incómodos cuando tienen que recordar a los clientes que han de efectuar el pago de las deudas comerciales.

En el caso de España, los directivos y cargos de las empresas tienen una especie de pudor -o incluso sienten vergüenza- a la hora de reclamar el pago de las facturas vencidas a los clientes. Esta situación no se produce en otras culturas empresariales, puesto que lo primero que hacen las empresas es dejar bien claras las condiciones de pago y son muy rigurosas en el cumplimiento de los plazos de pago de cada operación comercial. Los directivos europeos o americanos no sienten el más mínimo escrúpulo a la hora de reclamar el pago de las facturas a los clientes remolones, y lo hacen inmediatamente después que ha transcurrido el plazo de crédito otorgado.

Además, en España hay una conciencia colectiva de resignación a cobrar tarde, de modo que el sentimiento imperante en las empresas españolas es que cobrar tarde o cobrar mal es algo habitual y no se puede hacer nada para evitarlo.

Otro problema que afecta muy negativamente los resultados de cobro de las empresas españolas es que en muchas compañías no se han incorporado objetivos de reducción del período medio de cobros ni de los saldos de clientes, puesto que no se da importancia a la gestión del crédito comercial.

La postura de la sociedad española ante la morosidad

La morosidad forma parte de ciertas prácticas viciadas que se han perpetuado en España hace décadas o, tal vez, como un servidor opina, desde hace varios siglos. La morosidad es un fenómeno difícil de erradicar puesto que forma parte de las costumbres del país y ha existido enraizada en la tradición española hace siglos, por lo que únicamente con cambios legislativos no será posible acabar totalmente con el problema. La sociedad española ha sido siempre muy tolerante con los morosos e incluso existe cierta simpatía hacia el «morosillo» que huye y esquiva hábilmente a sus acreedores.

El tejido y la estructura empresarial

La estructura empresarial también determina la morosidad, puesto que existen muchas empresas con una deficiente estructura financiera, mala organización y nula planificación. Esto se debe a que en muchos países el tejido empresarial está formado mayoritariamente por microempresas y pequeñas empresas que disponen de escasos recursos financieros.

Tomando como ejemplo el caso de España, en general las PYMES suponen casi el 99,90 por ciento del tejido empresarial y el 94 por ciento son microempresas o empresarios individuales. Asimismo, casi el 80 por ciento de todas las empresas españolas tienen dos o menos empleados.

Esto significa que la mayoría de las empresas tienen estructuras financieras débiles y tienen como asignatura pendiente la financiación a largo plazo, por lo que son altamente frecuentes los problemas financieros y las tensiones de tesorería. Muchas empresas utilizan como fuente de financiación el crédito otorgado por los proveedores y se dedican constantemente a forzar estos recursos.

Asimismo, la dirección de muchas pequeñas empresas está en manos de su propietario, que con frecuencia no tiene la suficiente formación financiera para dirigir una empresa en el entorno económico actual.

La precaria situación financiera de un gran número de las empresas provoca una permanente falta de recursos de tesorería que hace que no pocos negocios se conviertan en morosos crónicos. Esto viene agravado en bastantes ocasiones por la actuación de una dirección poco competente, que en vez de buscar soluciones a los problemas de circulante de las empresas, se limita a incumplir sus pagos a los acreedores como salida fácil a las crisis de tesorería.

Globalmente existe una relación directa entre los impagos y el tamaño de las empresas, y también entre impagos y edad del negocio; las estadísticas han desvelado que los mayores índices de morosidad se dan en empresas de reciente creación, especialmente entre aquellas que tienen entre uno y cinco años de vida, y entre las PYMES con un volumen de facturación anual inferior a 3 millones de euros.

El marco legal

Respecto al marco legal, en los últimos diez años han aparecido novedades legislativas importantes, y que han supuesto una mejora considerable de la problemática, como fue la aprobación de la ley 3/2004 de medidas de lucha contra la morosidad, y la Ley 15/2010 que han supuesto un aumento considerable de los derechos del acreedor frente al deudor moroso.

Vale la pena decir que la Ley de Enjuiciamiento Civil del 2000 -que entró en vigor en enero del 2001- supuso un cambio importante en los procedimientos de reclamación de deudas.

Sin embargo, el inconveniente de recurrir a los tribunales es el coste de los procedimientos judiciales en España, la lentitud de los procesos y que un elevado porcentaje de las sentencias no se pueden ejecutar al carecer el demandado de bienes embargables. En cuanto a los costes que el acreedor tiene que afrontar a la hora de reclamar sus deudas en los juzgados, éstos son principalmente el pago de los honorarios de abogados y procuradores, además de los gastos administrativos y tasas judiciales del propio proceso.

IV.  LOS RIESGOS DE MOROSIDAD DERIVADOS DE LAS VENTAS A CRÉDITO

Un principio fundamental es que el riesgo del crédito interempresarial aparece ante cualquier operación con pago diferido y persiste hasta que se ha cobrado íntegramente el importe de la venta. Las únicas ventas que no presentan un riesgo de crédito son aquellas operaciones que se realizan al contado en sentido estricto; a saber: con liquidación en dinero efectivo efectuada simultáneamente a la entrega de la mercancía o bien mediante el abono de la factura realizado con anterioridad al envío de los bienes (prepago). Cualquier otra modalidad de pago, incluso los denominados contados comerciales, supone la aparición de un riesgo de crédito, es decir, existe la contingencia del cumplimiento de la obligación de pagos por parte del cliente.

Los riesgos del crédito comercial son los derivados de las posibles pérdidas que la empresa pueda tener si ocurre alguno de los tres supuestos que se citan a continuación:

- no poder cobrar nunca los créditos otorgados (fallidos)

- cobrar los créditos con retraso (créditos morosos)

- cobrar finalmente menos importe que el monto facturado (quitas, descuentos o abonos)

1.  La confianza como clave del crédito

El otorgar un crédito se basa en la confianza del proveedor de creer en la promesa de pago del cliente. La confianza se deduce de una serie de datos objetivos que permiten tomar decisiones respecto a la concesión del crédito. Antes de otorgar un crédito, el proveedor debe ver suficientes garantías de que el cliente va a cumplir puntualmente con sus obligaciones de pago.

2.  La incertidumbre de cobro

Por consiguiente la decisión del proveedor está influida por la necesidad de hacer una inversión rentable en el cliente pero también en la incertinidad del cobro puntual de la operación. Por lo tanto al realizar una venta a crédito, las empresas confían en que el cliente realizará el pago el día de su vencimiento pero al mismo tiempo asumen cierta incertidumbre. El grado de incertidumbre se deriva en la probabilidad de conseguir hacer efectivo el derecho de cobro al vencimiento o no conseguirlo.

Por ende, en cada venta a crédito la empresa contrae un riesgo que no desaparece hasta el cobro de la operación. Por lo tanto la asunción de riesgos de crédito de clientes es una práctica habitual en las empresas que venden con aplazamientos de pago.

3.  La evaluación del riesgo de crédito

Como norma general antes de conceder un crédito comercial, la empresa tiene que evaluar el grado de posibilidad de hacer efectivo el cobro de la operación al vencimiento, discriminando los clientes que no están cualificados para recibir un crédito. No obstante, en la práctica es imposible descartar a todos los posibles clientes insolventes y morosos; ya que mediante una buena gestión del riesgo sólo se puede conseguir el cobro de un elevado porcentaje de los créditos pero no es posible garantizar el buen fin de todos los créditos concedidos.

4.  El riesgo de crédito a clientes como inversión a corto

Las partidas de clientes deben ser consideradas como una inversión a corto plazo productiva, y dicha inversión ha de ser evaluada con criterios de rentabilidad como el resto de activos. Por lo tanto, la inversión en créditos comerciales debe proporcionar siempre unos beneficios y una rentabilidad.

En la concesión de créditos hay el bipolo beneficios y costes puesto que la inversión en créditos a clientes siempre debe hacerse buscando el equilibrio entre el aumento de los beneficios obtenidos por las ventas con pago aplazado y el incremento de los costes que genera el crédito. Los beneficios vienen determinados por el incremento de la ganancia producida por el crecimiento de las ventas, ya que al dar facilidades de pago se obtienen mayores ingresos.

Los costes están materializados por:

- las pérdidas de cuentas incobrables y morosas,

- los costes financieros empleados en la financiación del realizable

- los gastos administrativos de la gestión de cobro

- los costes de oportunidad al no poder emplear los recursos en otras inversiones alternativas

5.  El aspecto bipolar de riesgo/seguridad y de riesgo/rentabilidad

Como se ha podido ver en toda venta a crédito surge siempre el bipolo:

Riesgo / seguridad

Estos dos conceptos van unidos a toda venta con pago aplazado, puesto que vender a crédito siempre supone correr un riesgo en función de quién es el comprador. El criterio de selección del vendedor deberá oscilar entre los dos polos: riesgo y seguridad. Generalmente a mayor riesgo se puede obtener mayor beneficio, y a mayor seguridad se consigue menor lucro. Esto está basado en el hecho de que si la empresa asume mayores riesgos vendiendo a crédito a clientes de menor solvencia, puede obtener mayores beneficios, ya que aumentará su cifra de negocio. Por el contrario si decide dejar de vender a crédito a clientes de mayor riesgo perderá facturación y por lo tanto sus beneficios se reducirán.

Pero también hay que hacer otro planteamiento estratégico en el riesgo de crédito comercial. Este planteamiento está basado en el concepto bipolar de:

Riesgo / rentabilidad

El concepto de rentabilidad va intrínsecamente unido a la rapidez en la obtención del beneficio con los recursos invertidos para lograrlo. De dos operaciones comerciales que han supuesto la misma inversión para el proveedor y le proporcionan idénticos beneficios, la más rentable de las dos transacciones es aquella que le haya permitido realizar antes la utilidad esperada. Este hecho se debe a que la rentabilidad crece cuando el plazo de obtención del lucro se acorta. Por consiguiente, cuanto más rápidamente se cobra una venta no sólo se consigue extinguir antes el riesgo, sino que se hace más rentable la operación comercial.

El objetivo es buscar el equilibrio entre la rentabilidad que debe proporcionar una inversión en créditos comerciales y el riesgo de que se produzcan costes causados por la morosidad de los clientes y pérdidas por culpa de fallidos e incobrables. Por consiguiente las inversiones en créditos comerciales deben fundamentarse en criterios y planteamientos financieros basados en un análisis de los puntos siguientes:

- necesidades de financiación de las operaciones comerciales

- coste total de las ventas incluyendo costes financieros

- monto de los recursos invertidos

- beneficios obtenidos por las operaciones comerciales

- costes financieros y pérdidas por incobrables

- rentabilidad real de las ventas

- riesgo de las operaciones con aplazamiento de pagos

V.  LOS DETERMINANTES BÁSICOS DEL RIESGO DE IMPAGO DEL CRÉDITO COMERCIAL Y SU TIPOLOGÍA

Los determinantes básicos del riesgo de una transacción comercial con pago diferido son:

- el importe del crédito concedido

- el plazo de pago acordado

- la solvencia del cliente

- el medio de pago escogido

- el marco contractual de la operación

La interacción de estos 5 determinantes tendrá como resultado la estimación del riesgo potencial de una concesión de crédito comercial. Vamos a ver la importancia relativa de cada uno de estos condicionantes del riesgo de crédito comercial.

El importe del crédito concedido es una decisión trascendental puesto que a mayor importe mayor es el riesgo del acreedor y mayor será el impacto en la cuenta de resultados en caso de impago. Un crédito incobrable de 100.000 euros puede poner en peligro la supervivencia de una PYME.

El plazo de pago acordado es muy importante, ya que se aplica la vieja norma de credit management: «a mayor plazo mayor riesgo y a menor plazo menor riesgo». En la actual coyuntura una empresa solvente hoy dentro de seis meses puede ser insolvente. El reducir los períodos de cobro es una medida que minimiza automáticamente el riesgo de impago.

La solvencia y liquidez del cliente es otro de los puntos clave, ya que un cliente con escasa solvencia con problemas de tesorería o con poco cash flow generado representa mayor riesgo de impago que las empresas bien capitalizadas y con un flujo de caja constante.

El medio de pago escogido influye en el riesgo de la operación, puesto que no es lo mismo estar en posesión de un documento cambiario firmado por el deudor, que esperar el cobro por transferencia. Si el cliente devuelve un título cambiario, el acreedor puede interponer un juicio cambiario, que es el único procedimiento resolutivo, ya que permite el embargo preventivo de los bienes del moroso.

El marco contractual es muy importante para proteger los derechos de cobro del proveedor, ya que si no existe un contrato será más difícil conseguir la aportación de la prueba de la deuda. En cambio, si se tiene un contrato bien redactado, con cláusulas favorables, con fiadores solidarios, garantías y sometimiento a arbitraje, el acreedor podrá ejercer mucha más fuerza jurídica para obligar al deudor a pagar.

1.  Principios fundamentales de la gestión de riesgo comercial

A continuación se relacionan una serie de principios básicos en la gestión del riesgo de crédito interempresarial, que las empresas deben tener siempre en cuenta a la hora de entrar en riesgo con clientes.

Principio n.º 1: cobrar nunca es fácil, y hacerlo al vencimiento todavía menos, por lo tanto el riesgo de crédito de cliente siempre existe en todas las operaciones comerciales con pago diferido.

Principio n.º 2: vender a crédito y cobrar la operación no implica necesariamente realizar beneficios, si no se gestionan adecuadamente las ventas a crédito pueden provocar pérdidas debido a los intereses de financiación y gastos de gestión.

Principio n.º 3: enviar a tiempo la factura al cliente no significa necesariamente cobrar la factura el día de su vencimiento.

Principio n.º 4: recibir un instrumento de pago del cliente no es igual a cobrar; el cobro solo se materializa con el buen fin del documento.

Principio n.º 5: ingresar un documento de pago no equivale a disponer del dinero, hay que esperar el resultado de cobro y la fecha valor.

Principio n.º 6: a mayor presión sobre los equipos comerciales para conseguir un rápido aumento de las ventas, mayor riesgo de morosidad.

Principio n.º 7: el dinero con el paso del tiempo pierde valor, nunca dejar para mañana el cobro que se puede hacer hoy.

Principio n.º 8: el riesgo de insolvencia o de morosidad de una transacción comercial es directamente proporcional al tiempo que transcurre entre la realización de la operación mercantil y la fecha de reembolso de la misma: cuanto más tiempo transcurre, mayor es el riesgo de crédito.

Principio n.º 9: el riesgo de crédito de una venta con pago aplazado sólo se extingue cuando el proveedor tiene la plena disponibilidad del dinero.

Principio n.º 10: cuanto más rápidamente se cobra una operación comercial más rentable se vuelve la venta.

Principio n.º 11: las facturas raramente se cobran el día del vencimiento teórico, en el pago de cada factura se produce el efecto alargamiento, debido al float comercial y float financiero que provoca un retraso en el cobro efectivo y disponibilidad de los fondos por parte del proveedor.

Principio n.º 12: la cobertura jurídica de las transacciones mercantiles (firma de contrato, pedido formalizado, albarán, documentos mercantiles) es un requisito necesario pero no suficiente para otorgar un aplazamiento de pago; en caso de que un cliente no sea suficientemente solvente o tenga un historial de pagos negativos, una buena documentación que otorgue garantías jurídicas (contrato, documentos cambiarios) no basta por sí sola para conceder el crédito. En estos casos haría falta un aval solvente.

Principio n.º 13: la inversión en créditos comerciales debe proporcionar siempre unos beneficios adecuados y una rentabilidad. Si la operación no proporciona beneficios o su rentabilidad es muy baja, es mejor estudiar otras alternativas, sobre todo si existe cierto nivel de riesgo.

Principio n.º 14: en caso de que el futuro cliente no sea merecedor de un nivel mínimo de confianza es mejor renunciar a la venta a crédito que asumir un riesgo. Sólo se puede conceder crédito si se tiene una seguridad suficiente de cobrar la operación.

Principio n.º 15: si un cliente no merece crédito, es mejor plantearle alternativas como descuentos por pago al contado o pedirle garantías de cobro (avales, fianzas).

Principio n.º 16: no hay que ceder a presiones comerciales y concederle crédito a un cliente insolvente o mal pagador, es mejor perder la venta si no ofrece garantías suficientes que cubran el riesgo.

2.  El factor tiempo en el riesgo de crédito comercial

El factor tiempo es fundamental en el riesgo de crédito interempresarial. Esto es así en primer lugar porque a la empresa siempre le interesa cobrar las ventas en el menor tiempo posible, ya que cuanto menor sea el plazo de cobro de una venta es menor el riesgo de que al cliente le sobrevenga una insolvencia. No es lo mismo conceder un crédito interempresarial de cien mil euros a una empresa con la obligación de ser satisfecho al cabo de un mes que si el vencimiento de pago es a un año, puesto que a lo largo de un año existen muchas más probabilidades de que la empresa deudora sufra un percance que le incapacite para hacer el pago del crédito que si sólo transcurre un mes.

Por este motivo el tiempo es uno de los dos determinantes principales del riesgo de crédito de clientes, puesto que el riesgo depende principalmente del importe del crédito y del plazo de cobro.

Una premisa que hay que tener siempre en cuenta es: «a menor plazo menor riesgo y a mayor plazo mayor riesgo».

Algunas actividades comerciales carecen totalmente de riesgo; el secreto es que tienen un plazo de cobro de «0» días. Por supuesto son las que imponen el pago al contado riguroso, en el momento de hacer el pedido o mediante prepago.

Por consiguiente, las empresas deben tener siempre en consideración que cuanto mayor sea el plazo entre la entrega del producto y el vencimiento de pago, existirán más posibilidades de que el cliente resulte insolvente o de que pueda cambiar su comportamiento de pagos.

Asimismo, la empresa tiene interés en recuperar lo antes posible los recursos invertidos en créditos de clientes y obtener el beneficio de las inversiones. Esto es así porque la rentabilidad será mayor cuanto antes se obtenga el fruto de las inversiones, ya que aunque el beneficio no sufra variaciones con el tiempo, cuanto antes se perciba, antes se puede reinvertir en el negocio, y de esta manera no se incurre en el coste de oportunidad.

En la gestión de riesgos de crédito comercial ya hemos visto que existe un principio básico que dice: «el dinero con el paso del tiempo pierde valor».

Esto significa que no es lo mismo cobrar hoy una factura de diez mil euros que percibir el mismo monto dentro de 2 meses. Cuando un cliente no puede efectuar el pago el día del vencimiento y solicita un aplazamiento en el pago, para el departamento comercial puede parecer que la cosa no tiene importancia ya que al final se van a cobrar íntegramente los diez mil euros, pero para el departamento financiero existe una diferencia significativa.

Evidentemente la empresa habrá cobrado al final la misma cantidad de dinero -que en condiciones normales hubiera recibido 2 meses antes- pero el valor del dinero recibido no será el mismo debido a 3 motivos:

1. El coste de oportunidad que surge por no haber podido disponer del dinero 60 días antes.

2. Los intereses financieros que se pagan a las entidades bancarias por necesitar mantener durante 60 días más diez mil euros en el saldo de clientes.

3. La inflación que hace perder valor al dinero.

Por supuesto la pérdida de valor del dinero puede variar en función de los tipos de interés y del nivel de inflación que exista. En un momento en el que los tipos de interés son elevados y la inflación es creciente el impacto será mucho mayor.

3.  El riesgo de desfase en el cobro

Además del riesgo de demora en la liquidación de las obligaciones de pago existe el riesgo de desfase entre el vencimiento de pago y el ingreso. Este desfase son los días adicionales que hay que sumar al período de pago contractual de un cliente una vez que se ha producido el vencimiento de la obligación.

El desfase total se puede dividir en dos subperíodos:

1. El retraso representado por el tiempo que transcurre desde el vencimiento teórico de la obligación de pago hasta que el proveedor recibe el instrumento de pago y puede ingresarlo en el banco. Aquí juega la intencionalidad del cliente que procura enviar el medio de pago lo más tarde posible y ganar días de tesorería a su favor. A este retraso se le denomina float comercial.

2. El retraso técnico debido al instrumento de pago utilizado; cheque, pagaré, recibo; o sea, es el período que transcurre entre la fecha de ingreso en el banco del documento de cobro y la fecha en que la empresa puede realmente disponer del importe líquido. Este período recibe el nombre de float financiero.

Por supuesto el credit management debe tener en cuenta como riesgo todo el plazo transcurrido desde el vencimiento hasta la disposición en valor. Este retraso en el cobro sucede en la mayoría de las operaciones comerciales y puede ser de sólo un par de días o de varias semanas.

Vamos a ver a continuación un ejemplo práctico de este riesgo adicional en el cobro.

El proveedor Areas, S.L., realiza una venta a un cliente y acuerda un plazo de pago de 3 meses a contar desde la entrega de la mercancía, pero el cliente tiene una fecha fija de pago: el día 5 de cada mes.

El proveedor hace la entrega el día 18 de febrero y emite la factura por lo que la fecha de la factura es: 18 de febrero.

- El vencimiento de la factura a 3 meses teóricamente sería el 18 de mayo.

- Pero al tener el cliente un día fijo de pago y éste ser el día 5 de cada mes, el vencimiento de pago pasa a ser: el 5 de junio.

- El día 5 de junio el cliente envía por correo el cheque a Areas, S.L.

- El cheque llega al domicilio de Areas, S.L. el día 10 de junio.

- La empresa Areas, S.L. contabiliza el pago e ingresa el cheque en el banco el día 12 de junio.

- Finalmente la fecha de compensación de valor en cuenta es del 15 de junio y a partir de esta fecha Areas, S.L. puede disponer de los fondos en su tesorería.

La situación es que Areas S.L. ha percibido realmente el importe de la factura 118 días después de haber hecho la entrega de los bienes al cliente (28 días más que el plazo contractual). El riesgo ha surgido el día 18 de febrero, cuando el proveedor realizó el envío de la mercancía y sólo se extinguió el día 15 de junio cuando se hizo efectivo el abono (suponemos que el cheque tiene fondos). Sin embargo, Areas, S.L., teniendo en cuenta los hábitos de pago existentes hoy en día, no puede considerar como mala la forma como el cliente ha liquidado esta transacción. Si analizamos el retraso total que se ha producido, vemos que 7 días corresponden al float comercial y 3 días al float financiero. Por consiguiente el proveedor cobra casi 1 mes más tarde del plazo teórico otorgado al comprador por culpa del efecto alargamiento; y eso que en este ejemplo no se puede decir que ha existido morosidad por parte del cliente.

4.  Los riesgos del crédito comercial derivados del incremento de las cuentas de clientes

Hay que tener en cuenta que las cuentas de clientes a cobrar representan un importante empleo de recursos a corto plazo. Por consiguiente el volumen total de créditos comerciales que puede conceder una empresa viene condicionado por su propia estructura financiera y a sus posibilidades para obtener recursos financieros a corto plazo para financiar -o si se prefiere refinanciar- las cuentas de clientes. Un incremento de la masa patrimonial del realizable provocada por un aumento de las cuentas de clientes pendientes de cobro supone para la empresa la necesidad de obtener mayores fondos que le permitan financiar esta masa del activo circulante. Esta circunstancia implica por un lado un coste financiero adicional para la empresa y, por otro lado, impide que los recursos utilizados para financiar las cuentas de clientes puedan ser utilizados para otros fines más rentables para la compañía.

Para hacer frente a esta situación las empresas tienen varias opciones:

Una alternativa que tienen las empresas es conseguir repercutir la cuestión en sus propios proveedores, es decir, renegociando las condiciones de pago y consiguiendo plazos de pago más dilatados. No obstante con frecuencia los proveedores no están dispuestos a conceder plazos de pago más largos, o si lo hacen es a cambio de aumentar los precios de los productos suministrados o de anular los descuentos y bonificaciones por pronto pago que aplicaban en las anteriores condiciones de pago.

Otra alternativa es poder financiar las cuentas de clientes con los flujos de caja provenientes de sus tesorerías, pero en la práctica las empresas no suelen generar suficientes excedentes de fondos para financiar los créditos comerciales.

Otra vía es obtener liquidez de los propios créditos comerciales con el fin de refinanciar las cuentas de clientes. Esta operación se le denomina «movilización de los saldos de clientes» y consiste fundamentalmente en convertir en líquidos los montos inmovilizados a corto plazo en las cuentas pendientes de cobro de los clientes. La movilización de los créditos de clientes se puede conseguir recurriendo al descuento de efectos, cesión de créditos o al factoring, pero esta posibilidad de refinanciación presenta el inconveniente de tener elevados costes financieros y depender de la discrecionalidad de las entidades bancarias.

Otra alternativa es la de conseguir un aumento de los recursos propios o de los recursos ajenos a largo plazo; pero para la mayoría de las empresas es muy difícil obtener recursos estables que puedan mejorar su estructura de balance.

Y la última alternativa -que en la práctica empresarial es la más frecuente- es que las empresas han de acudir a las entidades bancarias para la obtención de créditos a corto plazo con coste -como pueden ser las pólizas de crédito- para financiar sus créditos a clientes.

Por consiguiente, si las empresas optan por esta última opción, surgen nuevos riesgos que son: por un lado el aumento del endeudamiento a corto con coste y, por el otro, tener que hacer frente al abono de nuevos intereses financieros.

5.  Los riesgos de flujos de tesorería

Para la mayoría de las empresas el cobro de las ventas supone la más importante fuente de ingresos para sus tesorerías. Pero hay que tener en cuenta que no es posible establecer con absoluta certeza la fecha de pago de los créditos comerciales, por lo que la empresa proveedora está expuesta a tensiones de tesorería si los pagos de las facturas no se hacen en las fechas previstas y además existe un riesgo de ruptura de tesorería si una parte importante de los clientes no puede satisfacer sus débitos a su vencimiento.

6.  La gestión del riesgo comercial

Los cuatro determinantes básicos del nivel de riesgo de una transacción comercial son el importe, el plazo de cobro, la solvencia del cliente y el medio de pago utilizado.

La misión del departamento de credit management es la de reducir el riesgo de crédito comercial, o sea conseguir que todos los créditos otorgados a los clientes sean cobrados en los plazos convenidos.

El riesgo se puede minimizar mediante unas estrategias de riesgo apropiadas y la aplicación de unas políticas de riesgo adecuadas a la coyuntura económica y a los objetivos de la empresa.

El departamento de credit management gestiona el riesgo de clientes en varios niveles:

- En primer lugar seleccionando a los clientes que son merecedores de un crédito comercial y discriminando a los compradores insolventes o malos pagadores.

- En segundo lugar evaluando el nivel de riesgo que se puede mantener con cada cliente asignándole un límite de riesgo.

- En tercer lugar controlando el riesgo vivo, procurando minimizarlo y actuando prematuramente para prevenir posibles aumentos del riesgo.

- En cuarto lugar transfiriendo el riesgo a terceros utilizando el seguro de créditos o el factoring.

7.  La tipología de riesgos financieros derivados del crédito comercial: los riesgos primarios y secundarios

En el trabajo diario los responsables del crédito comercial tienen que enfrentarse a un conjunto de riesgos y contingencias que son inherentes a la gestión del crédito comercial y que muchas veces pasan desapercibidos para su entorno empresarial más inmediato y no digamos para el resto de la empresa.

Las tareas cotidianas de los responsables de la gestión de riesgos son mucho más complejas de lo que los profanos piensan, puesto que los credit managers han de asumir una serie de responsabilidades dentro de su área de gestión que les obligan a tomar importantes decisiones para la rentabilidad y seguridad financiera de sus empresas. No obstante, los credit managers no pueden perder de vista que uno de sus principales objetivos es coadyuvar al incremento de las ventas puesto que el crédito es un instrumento para conseguir aumentar el volumen de negocio.

Asimismo, los credit managers han de abordar de forma habitual una amplia serie de riesgos y conflictos que suponen un reto diario poco conocido por las empresas.

En muchas ocasiones el gerente de créditos se encuentra ante complicadas disyuntivas por lo que ha de tomar decisiones difíciles basándose en su experiencia e incluso a veces en su intuición. Un error de decisión del credit manager puede suponer en estos casos un coste económico importante para la empresa o puede entrañar repercusiones en las relaciones comerciales.

El credit manager debe dominar el difícil arte del equilibrio entre distintas fuerzas dentro de la empresa, que en muchas ocasiones son antagónicas, haciendo de bisagra entre los distintos departamentos, y particularmente entre comercial y finanzas.

Los riesgos financieros del realizable formado por las cuentas de clientes que deberán gestionar los credit managers se pueden dividir en 2 grandes grupos según su tipología:

A) los riesgos primarios

B) los riesgos secundarios

A) Los riesgos primarios

En este grupo se incluyen aquellos riesgos directamente relacionados con la gestión del crédito cliente.

A su vez los riesgos primarios se clasifican en 2 apartados que son:


	
1) riesgos de incobrable 

	
2) riesgos de morosidad 



B) Los riesgos secundarios

Estos riesgos surgen como las consecuencias financieras de los riesgos primarios sobre la rentabilidad y las necesidades de aumentar las necesidades de financiación aumentando pasivo circulante con coste.

Los riesgos secundarios se dividen en:


	
1) riesgos de rentabilidad 

	
2) riesgos de liquidez 



A) Los riesgos primarios

En definitiva tenemos que los riesgos primarios están divididos en dos apartados: los riesgos de incobrable y los riesgos de morosidad.

A continuación se van a estudiar cada uno de ellos.


	
1) Los riesgos de incobrable Estos riesgos se derivan de las posibilidades de fallido por impago definitivo provocado por la insolvencia total del cliente. También puede darse el caso que el comprador sea solvente y pudiera pagar el importe adeudado, pero que exista una negativa a pagar la deuda por tratarse de un moroso profesional. 

Evidentemente todas las empresas asumen este riesgo al conceder un crédito comercial o al consentir un pago aplazado por la entrega de bienes o prestación de servicios. 

Este tipo de riesgo se puede producir de 2 posibles maneras: 


	
1) cuando el cliente incumple totalmente la obligación de pago 

	
2) cuando el cliente realiza el pago mediante la entrega de un documento mercantil que carece de fondos y resulta incobrable 





	
2) Los riesgos de morosidad Estos riesgos corresponden a los retrasos en el pago pasado el vencimiento de la factura. No hay que olvidar que en España casi el 60% de las facturas son pagadas con retraso. 

El riesgo de morosidad tiene un efecto perverso ya que aumenta el riesgo de incobrable, puesto que el riesgo aumenta con el paso del tiempo y además genera costes financieros suplementarios al tener el proveedor que financiar durante un mayor plazo los saldos de clientes vencidos y pendientes de cobro. 





B) Los riesgos secundarios

En cuanto a los riesgos secundarios no hay que olvidar que aparecen como un efecto directo de los riesgos primarios y en realidad son las consecuencias financieras que causan los riesgos primarios sobre la rentabilidad y los costes financieros de la empresa.

Dentro de los riesgos secundarios existen 2 apartados que son:


	
1) Los riesgos de rentabilidad 

	
2) Los riesgos de liquidez 



A continuación se van a detallar las características de cada una de estas dos clases de riesgos secundarios.


	
1) Los riesgos de rentabilidad Una consecuencia directa de los riesgos de incobrable es que lastran la rentabilidad de la empresa y tienen consecuencias financieras en la cuenta de resultados. 

Los riesgos ligados a la rentabilidad son: 


	
- los costes financieros generados por los intereses pagados por el pasivo a corto que financia las cuentas clientes 

	
- las pérdidas directas y provisiones provocadas por las insolvencias definitivas 

	
- los gastos de gestión necesarios para gestionar y administrar las cuentas de clientes 





	
2) Los riesgos de liquidez La otra consecuencia del crédito comercial y por lo tanto del riesgo de clientes es la necesidad permanente de obtener recursos financieros que deben ser invertidos en los saldos de clientes. Por lo tanto, por un lado la empresa constantemente debe buscar pasivo a corto con coste, lo que supone una negociación con las entidades bancarias para conseguir créditos a corto mediante pólizas, descuentos o factoring. En muchos casos el riesgo de liquidez aparece al no poder obtener los recursos financieros con la suficiente rapidez, lo que provoca a las empresas serios problemas de tesorería. En ocasiones las entidades crediticias pueden unilateralmente recortar las líneas de crédito a las empresas, lo que las dejan en una situación de crisis de liquidez. 

Otro riesgo de liquidez aparece cuando por un insuficiente flujo de cobros a clientes se producen tensiones de tesorería que ponen en un serio aprieto a la empresa. No hay que olvidar que los problemas de liquidez son una de las causas habituales de las suspensiones de pagos en España. 





VI.  LOS COSTES Y PERJUICIOS ECONÓMICO-FINANCIEROS QUE PROVOCA LA MOROSIDAD Y LOS FACTORES QUE INFLUYEN SOBRE EL IMPACTO DE LA MOROSIDAD EN LAS EMPRESAS

1.  Las tensiones de tesorería provocadas por falta de liquidez

Otra consecuencia de la morosidad es la aparición de tensiones de tesorería provocados por el insuficiente flujo de fondos al fallar la previsión de cobros que había hecho el tesorero. Asimismo, la disminución del flujo de cobros pone en dificultades la tesorería de la empresa e impide a la empresa atender sus propios compromisos de pago. Consecuentemente la necesidad de obtener liquidez a corto para cubrir las necesidades puntuales de tesorería obliga a las empresas afectadas por la morosidad a solicitar urgentemente a los bancos los fondos necesarios para salir del apuro. La morosidad también tiene repercusiones de tipo económico-financiero en las empresas que la sufren, siendo las más relevantes:

- El alargamiento del período medio de maduración del negocio y del ciclo de caja

- El alargamiento del ciclo de caja que implica un aumento de las necesidades operativas de fondos

- Un incremento desproporcionado del realizable por culpa del aumento de las cuentas por cobrar y saldos vencidos de clientes

- Un aumento del activo circulante al incrementarse las partidas de clientes con las cuentas vencidas e impagadas

- El incremento del circulante neto en el balance que supone un aumento de las necesidades de financiación del activo circulante y un incremento de los costes financieros

- Un incremento del pasivo a corto con coste en forma de créditos bancarios utilizados para financiar los saldos de clientes vencidos y no cobrados

- Un aumento de los costes financieros provocados por los retrasos en el pago y otros gastos adicionales

- Un desequilibrio financiero y de la estructura del balance de la compañía

- Una imagen financiera negativa en los análisis de estados financieros

- Costes financieros adicionales por el coste de saldos compensatorios exigidos por los bancos al haber aumentado los impagados y las devoluciones de efectos

- Una disminución del beneficio neto

- Un descenso de la rentabilidad empresarial

Los diversos gastos que provocan los impagados:

- Gastos bancarios de devolución de efectos

- Gastos administrativos para la gestión de los impagados

- Gastos en recogida de información financiera sobre clientes

- Gastos en empresas de recobro

- Gastos de gestión de cobro, desplazamientos, teléfono, correo, personal

2.  Algunos factores que influyen sobre el impacto de la morosidad

La morosidad no perjudica por igual a todas las empresas; existen determinados factores que pueden aumentar o amortiguar el impacto causado por la morosidad de forma que los perjuicios no tienen la misma repercusión. Los principales factores son:

- La dimensión de la empresa

- Los tipos de interés

- El mercado y a la actividad comercial

- El margen de beneficios aportado por los productos o servicios comercializados

3.  El efecto de los impagados en función de la dimensión de la empresa

Antes que nada es importante señalar que una empresa se resiente más por culpa de los impagados cuanto más pequeña es. Las empresas grandes y bien capitalizadas tienen suficientes recursos financieros para afrontar los impagados, y además suelen tener los riesgos bien diversificados, con lo que pueden diluir el efecto provocado por un impago elevado. Pero para una empresa pequeña un solo impagado importante puede suponer entrar en una situación de crisis. Por lo tanto, el impacto que provocan los impagados en una empresa pequeña puede ser letal, ya que una empresa pequeña no puede soportar un quebranto como lo hace una empresa grande. Por consiguiente, idénticas cantidades de impagados pueden suponer en el caso de una empresa grande un pequeño perjuicio económico pero significan la quiebra de una empresa pequeña. La conclusión es que las empresas pequeñas deben tomar mayores precauciones a la hora de conceder créditos comerciales y cobrar las facturas, puesto que se juegan su propia supervivencia.

Como se ha dicho, los problemas de cobro y la morosidad pueden provocar el cierre y desaparición de las empresas afectadas. Sobre todo son las pequeñas y medianas empresas las que pueden desaparecer por culpa de los problemas de cobranza, puesto que un quebranto de cierta magnitud puede dejar definitivamente fuera de combate a una pequeña empresa, mientras que una empresa más grande puede superar la situación gracias a disponer de mayores recursos económicos. Mientras las grandes empresas son capaces de absorber los costes producidos por los incobrables, los negocios más pequeños pueden verse obligados a cesar en sus actividades. Este fenómeno se pudo comprobar en los estudios sobre las consecuencias de la morosidad realizados por la UE que las PYMES son las más perjudicadas. Asimismo, se detectó que el 25% de los quebrantos empresariales de las PYMES -quiebras, suspensiones o cierres de empresas- son provocados por problemas de cobro.

4.  El impacto de la morosidad en relación con los tipos de interés

La morosidad ocasiona un coste financiero ya que las empresas deben financiar durante un período adicional los saldos de clientes no cobrados al vencimiento. Este coste que se produce como consecuencia del atraso en el cobro de las facturas aumenta si los tipos de interés son elevados y disminuye si los tipos son bajos. Por este motivo las épocas en que los tipos de interés son elevados, el perjuicio económico provocado por la morosidad resulta mayor que cuando los tipos son bajos. Asimismo hay que tener en cuenta que las empresas de dimensión reducida no podrán obtener los mismos tipos de interés bancario que consiguen las empresas más grandes y tendrán que soportar un mayor coste de financiación.

5.  La influencia del mercado y de la actividad comercial

La situación del mercado en el que se desarrolla la actividad de la empresa y el sector en el que se encuentra ejercen una influencia directa en las consecuencias de la morosidad. Una empresa que pueda compensar enseguida las pérdidas ocasionadas por un cliente moroso haciendo una o varias operaciones con clientes solventes puede salir airosa de un quebranto puntual. Por el contrario, si el mercado no favorece la realización de nuevas operaciones, la empresa que ha sufrido el percance no podrá superar la situación con rapidez y su situación económica se agravará.

6.  El perjuicio causado por la morosidad en función al margen de beneficios

La empresa que no consigue el cobro de una venta realizada sufre irremediablemente una pérdida económica pura que equivale al coste del producto vendido. Asimismo sufre un lucro cesante que es el margen comercial que ha dejado de percibir, o sea el beneficio que hubiera proporcionado la venta. Por supuesto en el marco teórico de un mercado dominado por los vendedores en el que la empresa tuviera todos sus productos vendidos de antemano -o sea que pudiera vender toda su producción y tuviera su capacidad de fabricación, de comercialización y de distribución plenamente ocupadas- se podría considerar la pérdida del incobrable como el coste del bien vendido más el beneficio que ha dejado de percibir.

Por consiguiente, un impagado significa para la empresa afectada la pérdida directa de la inversión realizada en la mercancía vendida y no cobrada y el no poder obtener el beneficio esperado. No obstante, hay empresas que para calcular el perjuicio económico causado por el crédito incobrable siempre tienen en cuenta el margen neto perdido en la operación comercial que no ha llegado a buen fin.

No obstante cualquiera que sea el criterio para calcular la pérdida directa de los créditos fallidos, es necesario sumar a este importe el coste de los recursos empleados en la financiación del crédito irrecuperable, es decir, el coste que ha representado para la empresa haber financiado el importe impagado desde la venta hasta su contabilización definitiva como incobrable. En el supuesto que la empresa hubiera empleado capitales propios para financiar los créditos comerciales, habría que tener en cuenta el coste de oportunidad de dichos fondos, ya que han permanecido totalmente improductivos.

Evidentemente cuando mayor sea el margen de beneficios en proporción al precio de venta del producto, menor será la repercusión del crédito incobrable sobre el resultado de la empresa. Y por consiguiente menor será el esfuerzo comercial requerido para compensar el quebranto sufrido por la empresa ante el crédito fallido. A las empresas que tienen el privilegio de pertenecer a este grupo, les basta realizar unas cuantas nuevas operaciones comerciales (o una sola) para recuperar la pérdida producida por el crédito incobrable.

Por el contrario, las empresas que mantienen el margen comercial muy reducido con relación al coste del producto comercializado sufren mayores pérdidas reales en caso de no cobrar la venta, siendo el lucro cesante una parte mínima con relación a la inversión total. Por este motivo las empresas con márgenes muy reducidos sobre ventas deben ser todavía más cuidadosas en la prevención de posibles impagados, puesto que la repercusión financiera en sus cuentas de resultados será proporcionalmente mucho mayor. Estas empresas deberán realizar un esfuerzo suplementario muy importante para conseguir la cobertura de los créditos incobrables. Este tipo de empresas es mucho más vulnerable ante la morosidad puesto que se juegan la supervivencia en caso de aumentar el índice de fallidos incobrables.

En muchas ocasiones para una empresa perteneciente a esta categoría, el impagado de un solo cliente moroso puede suponer la pérdida de todo el beneficio acumulado anual, puesto que para compensar la pérdida producida por el crédito incobrable se ha de aplicar el beneficio obtenido del resto de las operaciones comerciales a lo largo del año.

Esta circunstancia es en ocasiones el mal menor, ya que para muchas empresas la morosidad de varios clientes (o de uno solo) puede provocar una situación de insolvencia transitoria tan importante que les obliga a presentar un concurso de acreedores o, lo que es todavía peor, al cierre definitivo del negocio.

7.  La cuantificación de los costes financieros de los retrasos en los pagos y otros gastos adicionales

Como hemos visto anteriormente, un aumento de la morosidad provoca un alargamiento del Período Medio de cobro y, en consecuencia, implica un aumento de los saldos medios de clientes que figuran en el realizable, lo que supone un aumento de las necesidades operativas de fondos y por ende significa un incremento de las necesidades de financiación del activo circulante. Por consecuencia este incremento de las cuentas de clientes obliga a la empresa a buscar mayor financiación bancaria a corto.

Como ejemplo para ilustrar este problema, vamos a ver el caso de la empresa Duna, S.A. que tiene unas ventas anuales de 10.000.000 de euros, y un PMC es de 85 días

Con un PMC de 85 días esta empresa tiene una inversión permanente en saldos de clientes de:

(10.000.000 x 85) / 360 = 2.361.111 euros

La empresa Duna, S.A. tiene que financiar todo su realizable con recursos ajenos a corto con coste (créditos bancarios) y tiene que abonar un coste medio anual ponderado por los recursos financieros a corto del 5%.

El coste financiero anual que supone la inversión de 2.361.111 euros en cuentas de clientes es:

2.361.111 x 0,05 = 118.055,55 euros

Ahora bien, si por culpa de la morosidad de los clientes el Período Medio de Maduración (PMC) de la empresa Duna, S.A. se alarga al cabo de un año en 15 días y pasa a ser de 100 días, la inversión que llega a tener la empresa Duna, S.A. en saldos de clientes es de:

(10.000.000 x 100) / 360 = 2.777.778 euros

Y el coste financiero anual que supone la inversión de 2.777.778 euros en cuentas de clientes es:

2.777.778 x 0.05 = 138.889 euros

Por consiguiente la morosidad ha provocado a la empresa Duna, S.A. un considerable aumento del coste financiero que ha pasado de ser de 118.055,55 euros a ser de 138.889 euros; o sea, el coste de financiación de los créditos comerciales ha aumentado en 20.833,45 euros.

8.  Los costes financieros de los retrasos en los pagos y otros gastos adicionales

El principal coste de la morosidad corresponde al coste financiero que se origina debido al retraso en el pago de los deudores.

Pero además del coste financiero ocasionado por los retrasos en el pago hay que tener en cuenta dos factores adicionales:

1. La pérdida del valor del dinero provocado por la inflación

2. Los gastos de gestión de cobro necesarios para conseguir la recuperación del crédito impagado

Como se ha dicho anteriormente, el principal coste de la morosidad -y el más oculto- corresponde al coste financiero que se origina debido al retraso en el pago de los deudores. Esto es así puesto que una vez vencido el plazo contractual de cobro de la operación comercial, el vendedor debe continuar financiando de forma imprevista e involuntaria la venta a crédito. Esto supone que un saldo de clientes permanece en el realizable del balance, aunque haya pasado el vencimiento teórico de cobro y por ende precisará de una financiación adicional mediante exigible a corto. Si la empresa ha financiado sus créditos a clientes con créditos bancarios a corto, el coste financiero adicional disminuirá considerablemente el beneficio esperado por la venta. Por consiguiente cuanto más tarde el cliente en pagar el débito comercial, más onerosa resultará la financiación de esta partida.

Para calcular el coste que supone el retraso en el pago de una factura se puede utilizar la siguiente ecuación basada en el interés simple.

• Coste de la morosidad = Importe del crédito en mora x (días de atraso/ 360) x coste de los recursos

9.  Ejemplo del coste financiero de un retraso

La empresa Industrias Catalonia, S.A. ha cobrado una factura de 10.000 euros con 100 días de retraso respecto al vencimiento contractual. Las condiciones contractuales de pago de la transacción mercantil eran de abonar la operación de venta a 90 días fecha factura. Tengamos en cuenta para los cálculos que el coste medio financiero que ha de soportar la compañía para financiar su realizable es del 4%.

Coste financiero extraordinario = 10.000 x (100 / 360) x 0.04 = 111,11 euros

A lo que hay que añadir el coste de financiación original que supuso anteriormente la operación mercantil hasta la fecha teórica del vencimiento.

Coste de financiación = Importe crédito x (plazo pago / 360) x Tasa de interés

Coste financiación = 10.000 x (90/360) x 0,04 = 100 euros

Si sumamos el coste financiero provocado por el retraso al coste original de la financiación, el importe resultante es:

111,11 + 100 = 211,11 euros

Si el margen comercial que obtiene la empresa en la venta de sus productos es reducido, esta venta cobrada mucho más tarde del período previsto inicialmente habrá reportado escasos beneficios.

10.  No olvidar los demás costes provocados por la morosidad

Además de los intereses pagados a las entidades bancarias por los fondos empleados en financiar las ventas a crédito de sus clientes, los costes más importantes que provoca la morosidad a las empresas son:

- El coste de oportunidad de no haber podido disponer del dinero de la venta realizada antes y consecuentemente haber perdido la posibilidad de reinvertirlo en el negocio o en otras inversiones temporales.

- El efecto de la inflación que hace perder valor al dinero.

- Los gastos de estudio del expediente y los gastos de gestión de cobro ocasionados por el impagado.

11.  La inflación hace perder valor al dinero

Un coste que no hay que olvidar es la pérdida de valor adquisitivo que se produce cuando la empresa no puede cobrar la factura en la fecha del vencimiento contractual.

Aunque el cliente pague la totalidad de la factura, se produce una pérdida de valor adquisitivo en función a los días transcurridos hasta que el cliente abona íntegramente la factura impagada. En el caso que se produzca un impago de 10.000 euros y el cliente se demore tres meses en liquidar la deuda, el proveedor cobra la suma adeudada en unidades monetarias, pero el valor que representan las monedas ingresadas en su caja no es el mismo que hace 90 días. Esto es lógico si uno se hace la siguiente pregunta: ¿Cómo se mide el valor de una moneda?; la respuesta es «por su poder de compra». Bajo este punto de vista no puede considerarse que los 10.000 euros cobrados tres meses más tarde tengan el mismo valor adquisitivo que en la fecha teórica del vencimiento de pago, puesto que en la práctica se debe medir el valor de una moneda en relación a la cesta de la compra que sirve para calcular el IPC. El mejor patrón que tenemos para ver el valor de una unidad monetaria es la cesta de la compra.

Por supuesto en fases de la economía en las que existe una fuerte inflación y un aumento generalizado de los precios, la morosidad de los clientes es todavía más perjudicial.

12.  Un método empírico para evaluar el coste de la morosidad

Un método empírico muy sencillo que el autor de esta obra propone para calcular de forma aproximada los costes que provoca la morosidad es el de establecer una tasa de coste de la morosidad del 6% anual (tasa establecida para el año 2011 en España y sujeta a cambios futuros según la coyuntura, evolución de los tipos de interés y de la inflación).

Esta tasa incluye el coste financiero que le supone a la empresa la financiación adicional y la pérdida del valor adquisitivo provocado por la inflación. Además esta tasa del 6% anual es fácil convertirla en un 0,5% mensual y de este modo se puede incrementar en un 0,5% el valor de la factura impagada por cada mes de retraso. Así pues para tener una idea bastante aproximada del coste que supone la morosidad, se puede incrementar en un 0,5% el importe de la factura por cada 30 días que transcurren sin poder cobrarla.

En la tabla que aparece a continuación se refleja el coste financiero que representa la morosidad cuando se produce el impago de una factura de 10.000 euros en función de los meses que transcurren hasta que se consigue el cobro.


Tabla coste financiero de la morosidad aplicando tasa anual 6% de una factura de 10.000 euros

	N.º de meses crédito
	Coste financiero
	Importe final




	1
	50
	10.050



	2
	100
	10.100



	3
	150
	10.150



	4
	200
	10.200



	5
	250
	10.250



	6
	300
	10.300





13.  Coste de la morosidad según importe del impago y antigüedad

Para ver el coste que representa a un acreedor una factura impagada en función del tiempo transcurrido hasta que la consigue recobrar, vamos a ver el importe que supone un retraso de 30, 60 y 90, 120, 150 y 180 días respectivamente en el cobro de una factura, en función del monto del impago. El coste de la morosidad para la empresa teniendo en cuenta los fondos empleados para financiar su circulante y la depreciación del dinero que provoca la inflación es de una tasa del 6% anual.

La fórmula utilizada para el cálculo es:

Coste de la morosidad = Importe crédito x (retraso pago en días / 360) x Tasa de morosidad


Coste de la morosidad en función a los días transcurridos desde el impago hasta el cobro, aplicando una tasa de morosidad del 6% anual

	IMPORTE/DÍAS
	30
	60
	90
	120
	150
	180




	100,00
	0,50
	1,00
	1,50
	2,00
	2,50
	3,00



	500,00
	2,50
	5,00
	7,50
	10,00
	12,50
	15,00



	1.000,00
	5,00
	10,00
	15,00
	20,00
	25,00
	30,00



	2.000,00
	10,00
	20,00
	30,00
	40,00
	50,00
	60,00



	5.000,00
	25,00
	50,00
	75,00
	100,00
	125,00
	150,00



	10.000,00
	50,00
	100,00
	150,00
	200,00
	250,00
	300,00



	25.000,00
	125,00
	250,00
	375,00
	500,00
	625,00
	750,00



	50.000,00
	250,00
	500,00
	750,00
	1.000,00
	1.250,00
	1.500,00



	100.000,00
	500,00
	1.000,00
	1.500,00
	2.000,00
	2.500,00
	3.000,00



	250.000,00
	1.250,00
	2.500,00
	3.750,00
	5.000,00
	6.250,00
	7.500,00



	500.000,00
	2.500,00
	5.000,00
	7.500,00
	10.000,00
	12.500,00
	15.000,00





Importes en euros

Ejemplo

Consecuentemente según la tabla el coste que genera el impago de una factura de 25.000 euros y que el cliente paga con 3 meses de retraso se eleva a los 375 euros.

14.  El coste financiero provocado por la morosidad de los clientes

Consiguientemente de lo visto anteriormente se desprende que -además de tener en cuenta los otros dos costes- las empresas deben tener siempre en cuenta el coste financiero de la morosidad, ya que suele ser el más elevado. Un axioma en finanzas preceptúa que cada día que transcurre, desde el vencimiento de la factura hasta que se cobra, la empresa incurre en un coste financiero. Esto es así puesto que una vez vencido el plazo contractual de cobro, si el cliente no ha abonado la factura, el proveedor debe continuar financiando la operación comercial. Esta financiación extraordinaria no había sido prevista por el proveedor en el momento de realizar la venta. Consiguientemente la empresa proveedora tiene un saldo de clientes que sigue en el realizable, pasado el vencimiento de cobro, y que debe continuar financiando con recursos financieros; recursos que en la mayoría de los casos tienen su origen en el exigible a corto con coste. Y si la empresa ha financiado sus créditos a clientes con créditos bancarios a corto, el coste financiero adicional que provoca la morosidad del cliente a la hora de pagar la factura disminuirá considerablemente el beneficio esperado por la venta. Por consiguiente, cuanto más tarde el cliente en pagar el débito comercial, más onerosa resultará para el proveedor la financiación de esta partida.

Para calcular el coste que supone el retraso en el pago de una factura se puede utilizar la siguiente ecuación basada en el interés simple.

Coste de morosidad = Importe crédito en mora x (días de atraso/ 360) x coste de los recursos

15.  El coste diario de la morosidad

El retraso en poder cobrar una factura siempre tiene un coste; aunque el retraso sea pequeño debemos de contabilizar un coste. Incluso una demora en el pago de un solo día supone un coste para el acreedor.

En la tabla que aparece a continuación se refleja el coste financiero adicional que supone para la empresa acreedora cobrar con retraso una factura de 10.000 euros en función de los días que transcurren hasta que se consigue el cobro.

La tabla indica el coste financiero en función a los días que se tardan en el cobro y suponiendo en todo momento que el coste medio ponderado de los recursos empleados en la financiación del activo circulante y el coste de la inflación sea del 6% anual.

16.  Cuadro

Coste financiero aproximado que representa a la empresa la demora en el pago por parte del cliente de una factura de 10.000 euros en función a los días de retraso que transcurren desde el vencimiento, aplicando una tasa de morosidad al 6% anualizada


Días de retraso / Importe en euros del coste. Tasa de morosidad al 6% anualizada


	1,00
	1,67



	2,00
	3,33



	3,00
	5,00



	4,00
	6,67



	5,00
	8,33



	6,00
	10,00



	7,00
	11,67



	8,00
	13,33



	9,00
	15,00



	10,00
	16,67



	11,00
	18,33



	12,00
	20,00



	13,00
	21,67



	14,00
	23,33



	15,00
	25,00



	30,00
	50,00



	60,00
	100,00



	90,00
	150,00



	120,00
	200,00



	150,00
	250,00



	180,00
	300,00



	360,00
	600,00





Gracias a la tabla podemos ver el coste que se devenga en función a los días que transcurren sin que el proveedor haya ingresado el importe de la factura en su tesorería. Y además que incluso 1 día de retraso implica un coste para la empresa acreedora. Toda factura no cobrada tiene un contador virtual en números rojos, que va marcando un coste financiero diario para el proveedor. Este marcador sólo se puede parar si se cobra en efectivo la deuda. Hay que hacer notar que el moroso también tiene un contador, pero que en vez de números rojos, le marca números negros, puesto que el contador le está indicando un beneficio financiero que obtiene a costa del acreedor. Por tanto, al deudor siempre le conviene ganar tiempo y dilatar el pago, con el fin de que vayan pasando los días, ya que a mayor tiempo transcurrido, más dinero marcará el contador virtual.

Por supuesto hay que tener en cuenta que el efecto acumulativo de miles de facturas que se cobran más tarde de lo previsto puede ser letal para la situación económico-financiera de un negocio, en especial si las facturas son de importes elevados.

Consecuentemente cuando antes consiga el departamento de cobranzas el cobro definitivo de la factura, menor será el coste financiero devengado. Dicho de otra manera, hay que aplicar la máxima: «no dejes para mañana el cobro que puedas hacer hoy».

Consiguientemente este es otro ejemplo de la importancia que tiene el buen funcionamiento del equipo de cobros para evitar que los costes financieros se disparen y desmiente la teoría de algunos comerciales que afirman que lo único importante es llegar a cobrar la factura, antes o después, pero que si se cobra más tarde o más temprano no ha pasado nada, ya que la empresa no se ha visto perjudicada.

17.  Las consecuencias económicas para el acreedor de un crédito incobrable

Por lo que se refiere a los créditos incobrables, sólo hay una cosa peor que cobrar tarde una factura: y es no poder cobrarla nunca.

En caso de producirse un fallido, que contablemente pasa a la cuenta de pérdidas, la empresa sufre un quebranto definitivo; ahora bien hay que hacer notar que no todas las empresas sufren la misma pérdida real cuando se produce un fallido, ya que el margen de beneficio obtenido en cada operación de venta es un factor muy importante a la hora de determinar el quebranto económico real.

Un aspecto a tener en cuenta es el volumen de ventas que se deben contabilizar como esterilizadas por cada crédito incobrable que tenga una compañía mercantil.

18.  Las ventas necesarias para compensar un crédito incobrable

Los créditos fallidos suponen para las empresas que los padecen un esfuerzo adicional de ventas. Por ejemplo, una empresa que obtenga un 10% de margen de contribución con la venta de sus productos, y tenga unas pérdidas por operaciones incobrables del 1,2%, deberá realizar un giro comercial suplementario del 12% de su facturación para compensar el quebranto provocado por los fallidos. En caso de que los incobrables llegasen al 2% de las ventas totales, el giro suplementario debería de ser del 20%.

Para las empresas con pedidos medios de (relativamente) bajo importe, supone un esfuerzo añadido, por ejemplo una empresa que tenga una facturación de 150 millones de euros, obteniendo un margen de contribución del 10% en cada venta, y que tenga unas pérdidas por operaciones incobrables del 0,7% (sobre el total de sus ventas), si su pedido medio es de 2.500 euros, necesitará hacer 4.200 pedidos suplementarios para compensar las pérdidas producidas por los créditos incobrables.

Vamos a ver un ejemplo para comprobar la importancia que tiene la gestión recuperatoria de las facturas pendientes para la cuenta de resultados; si la empresa Sonka S.L. que obtiene un margen del 5% de beneficio en la venta de sus productos tiene un fallido de 10.000 euros provocado por el impago definitivo de una factura, en su contabilidad se refleja una pérdida de 10.000 euros, aunque la pérdida directa que se le produce es de 9.500 euros y el lucro cesante es de 500 euros. Por lo tanto -dejando conscientemente fuera del cómputo el coste de financiación de la operación para simplificar el cálculo- el fallido ha supuesto perder el beneficio acumulado de 200.000 euros de ventas realizadas por la compañía o, dicho de otro modo, el incobrable ha esterilizado un volumen de ventas «buenas» por un monto de 200.000 euros.



	Empresa
	importe fallido en euros
	margen de beneficio en %
	margen de beneficio en euros
	pérdida directa en euros
	volumen de ventas que ha esterilizado el fallido en euros



	Sonka, S.L.
	10.000
	5%
	500
	9.500
	10.000/5%— 200.000




Pues bien, si la sección de cobros, mediante una buen gestión, consigue recuperar dicho impagado, habrá salvado de la quema ventas por valor de 200.000 euros.

En cambio si no existe un servicio de cobros o si éste no consigue recuperar el impagado, para equilibrar en la cuenta de resultados la pérdida provocada por el quebranto económico de los 10.000 euros, el departamento comercial debería realizar unas ventas compensatorias por importe de 200.000 euros (con ventas por valor de 190.000 euros se compensaría el coste del producto pero no se recuperaría el lucro cesante).

19.  El cálculo de las ventas compensatorias

Por consiguiente cuando menor sea el margen de beneficio que obtenga una empresa con la venta de sus productos y mayor sea el importe del crédito incobrable, más difícil le resultará a la empresa compensar los créditos fallidos haciendo una cifra de ventas suplementaria. De ello se deduce la importancia de recobrar todos los impagados.

En un cuadro que aparece a continuación se recoge la cifra de ventas suplementarias en euros que debería hacer una empresa en caso de tener facturas incobrables de diferentes cuantías, en función del margen de beneficio obtenido en la operación comercial y de los valores de los fallidos.

Los importes en euros a compensar son los que aparecen en la siguiente tabla:


	1.000
	2.000
	5.000
	10.000
	20.000
	50.000
	100.000



Valores en euros

Los márgenes con los que se van a calcular las ventas compensatorias son los siguientes:


1%

2%

6%

10%

12%

20%

25%

40%

50%

60%

70%

80%

90%




Cuadro con los importes en euros de las ventas compensatorias necesarias para compensar un fallido según el margen aportado por las ventas


	Margen de beneficio en %
	Importe en € del incobrable a compensar con ventas suplementarias



	%
	1.000
	2.000
	5.000
	10.000
	20.000
	50.000
	100.000





	1%
	100.000
	200.000
	500.000
	1.000.000
	2.000.000
	5.000.000
	10.000.000



	2%
	50.000
	100.000
	250.000
	500.000
	1.000.000
	2.500.000
	5.000.000



	6%
	16.667
	33.333
	83.333
	166.667
	333.333
	833.333
	1.666.667



	10%
	10.000
	20.000
	50.000
	100.000
	200.000
	500.000
	1.000.000



	12%
	8.333
	16.667
	41.667
	83.333
	166.667
	416.667
	833.333



	20%
	5.000
	10.000
	25.000
	50.000
	100.000
	250.000
	500.000



	25%
	4.000
	200000
	200000
	200000
	80.000
	200.000
	400.000



	40%
	2.500
	5.000
	12.500
	25.000
	50.000
	125.000
	250.000



	50%
	2.000
	4.000
	10.000
	20.000
	40.000
	100.000
	200.000



	60%
	1.666,67
	3.333,33
	8.333,33
	16.666,67
	33.333,33
	83.333,33
	166.666,67



	70%
	1.428,57
	2.857,14
	7.142,86
	14.285,71
	28.571,43
	71.428,57
	142.857,14



	80%
	1.250,00
	2.500,00
	6.250,00
	12.500,00
	25.000,00
	62.500,00
	125.000,00



	90%
	1.111,11
	2.222,22
	5.555,56
	11.111,11
	22.222,22
	55.555,56
	111.111,11





En caso de que un crédito comercial sea definitivamente incobrable, con el fin de compensar el impacto que supone la pérdida ocasionada en la cuenta de resultados, la empresa acreedora deberá efectuar un esfuerzo comercial suplementario para conseguir un nuevo margen de beneficios con nuevas operaciones -que por supuesto han de llegar a buen fin- para compensar el quebranto económico registrado. El importe de las operaciones suplementarias se puede calcular con ayuda de la tabla, para determinar el monto de ventas a realizar para compensar las pérdidas ocasionadas por la factura incobrable.

Por ejemplo si el margen de beneficios aportado por la venta fuera de un 10%, un incobrable de 5.000 euros sólo podría ser compensado con un volumen de ventas compensatorias de 50.000 euros. En cambio si el margen aportado por la operación fuera de un 70%, un crédito fallido de 5.000 euros se vería compensado con una sola venta de 7.142,86 euros.
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